
 

“FRACCIONAMIENTO BILBAO 

MEXICALI”, A. C.  

VS. 

JEFE DEL DEPARTAMENTO DE 

CONTROL URBANO DE LA 

DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN 

URBANA DEL AYUNTAMIENTO DE 

MEXICALI Y OTRA 

EXPEDIENTE 552/2018 

P R I N C I P A L  

 

 Mexicali, Baja California, a trece de octubre de dos mil 

veinte. 

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  que declara la nulidad de las 

resoluciones impugnadas con fundamento en el artículo 83, 

fracción IV, de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California por viol ación de las 

disposiciones aplicadas.  

 

 GLOSARIO: A fin de simplif icar la terminología 

empleada en la presente resolución, se uti l izarán los términos que 

enseguida se relacionan para referir a las leyes, instituciones o 

conceptos s iguientes:  

 

Término empleado:  Ley,  ins t i tución o concepto refer ido:  

Ley del  Tr ibunal  Ley del  Tr ibunal  Estatal  de Just icia 

Administ rat iva del Estado de Baja Cal i fornia.  

Código civ i l  Código Civi l  del  Estado de Baja Cal i fornia.  

Código procesal  civi l  Código de Procedimientos Civi les para el  

Estado de Baja Cal i fornia.  

Jefe de Departamento  Jefe del  Departamento de Control  Urbano 

del Ayuntamiento de Mexical i .  

Director  Director  de Administ ración Urbana del  

Ayuntamiento de Mexical i .  

Consti tución Nacional  Consti tución Pol í t ica de los Estados Unidos 

Mexicanos.  

Consti tución Local  Consti tución Pol í t ica del Estado Libre y  

Soberano de Baja Cal i fornia.  

Declaración Universal  Declaración Universal  de los Derechos 

Humanos.  

Ley de Desarrol lo  Ley de Desarrol lo Urbano para el  Estado de 

Baja Cal i fornia.  

Ley del  Régimen Ley del  Régimen Municipal para el  Estado de 

Baja Cal i fornia.  

Ley de Edi f icaciones  Ley de Edi f icaciones del  Estado de Baja 

Cal i fornia.  

Reglamento de 

Edi f icaciones  

Reglamento de Edif icaciones para el  

Municipio de Mexical i .  



 

Reglamento de la 

Administración 

Reglamento de la Administ ración Públ ica del  

Municipio de Mexical i ,  Baja Cal i fornia.  

Ley General de Bienes  Ley General  de Bienes del  Estado de Baja 

Cal i fornia.  

Reglamento de Bienes  Reglamento de Bienes Patr imoniales para el  

Municipio de Mexical i ,  Baja Cal i fornia.  

Reglamento de Imagen Reglamento de Imagen Urbana para el  

Municipio de Mexical i .  

 

R E S U L T A N D O 

 

 I. Demanda de nulidad.- El veinticuatro de agosto de 

dos mil dieciocho, la parte actora presentó demanda de nulidad 

contra actos del Jefe de Departamento .  

 

 II. Trámite de la demanda.- Mediante acuerdo dictado 

el dieciocho de septiembre de dos mil dieciocho, previa 

prevención, se admitió la demanda (foja 155 de autos),y se tuvo 

a la parte actora señalando como actos impugnados los 

siguientes:  

 

 a).- Resolución administrativa recaída al recurso de 

revocación, contenida en el oficio **********1, de dieciséis de jul io 

de dos mil dieciocho, dictada en el expediente 5/2018 por el Jefe 

de Departamento , y  

 

 b).-  Resolución administrativa contenida en el oficio 

**********1, de primero de junio de dos mil dieciocho, dictada por 

el Jefe de Departamento .  

 

 En el acuerdo de referencia, se tuvo como autoridad 

demandada al Jefe de Departamento y como parte al Director ,  

por ser titular de la dependencia de la que depende la autoridad 

demandada, ordenándose su emplazamiento.  

 

 III.  Terceros llamados a juicio. - Mediante acuerdo de 

siete de noviembre de dos mil dieciocho (fojas 178 y 179), se 

admitió con carácter de terceros l lamados juicio a **********3, 

**********3, **********3, **********3, **********3, **********3, 



 

**********3, **********3; y **********3; en razón de tener un derecho 

incompatible con la pretensión de la parte actora y se ordenó su 

emplazamiento.  

 

 IV. Contestaciones de demanda.-  Previa prevención, 

el veintisiete de noviembre de dos mil  dieciocho (foja 354) se 

admitió la contestación de demanda de las autoridades 

demandadas; y por auto de veinticinco de enero de dos mil 

diecinueve (foja 374) se admitió la contestación de los terceros 

l lamados ajuicio.  

 

 V. Audiencia de Ley.- El once de marzo de dos mil 

diecinueve se celebró la audiencia de pruebas y alegatos y se 

citó a las partes para oír sentencia de primera instancia.  

 

 VI. Cambio de Titular.- Mediante acuerdo de cuatro de 

marzo de dos mil  veinte, con fundamento en el artículo 115 del 

Código procesal civi l,  de aplicación supletoria a la  Ley del 

Tribunal,  se hizo saber a las partes que a partir del trece de enero 

de dos mil veinte, la Licenciada Alma Alejandrina Razo Santoyo, 

Primer Secretaria de Acuerdos de la Primera Sala, es quien actúa 

en funciones de Magistrada por ministerio de la ley, sin que las 

partes hicieran manifestación alguna, por lo que se está en 

condiciones de resolver la controversia planteada. 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

 PRIMERO. Competencia.- Esta Primera Sala del Tribunal , 

con residencia en esta ciudad, es competente para conocer del 

presente juicio contencioso administrativo, de conformidad a lo 

dispuesto por los artículos 1, 21 y22, fracción I, de la Ley del 

Tribunal, por tratarse de un juicio promovido contra un acto de 

naturaleza administrativa emanado de una Autoridad Municipal, 

y porque la ubicación del domicil io de la parte actora se 

encuentra dentro de la circunscripción territorial de esta Sala.  

 



 

 SEGUNDO. Método de estudio.- En la presente 

resolución se omite la transcripción tanto de los motivos de 

inconformidad expresados por la parte actora así como de los 

argumentos defensivos expresados por la parte demandada y los 

hechos valer por los terceros l lamados a juicio, por razones de 

economía procesal y técnica jurídica orientada a nuevos 

modelos de sentencia que se sustentan en principios de 

simplicidad, facil idad en la lectura y compresión; sin que con el lo 

se infrinja norma legal alguna o se agravie a las partes, toda vez 

que no existe disposición jur ídica que constriña a realizar tales 

transcripciones, además de que el art ículo 82 de la Ley del 

Tribunal , establece que las sentencias del Tr ibunal no necesitarán 

formulismo alguno y en la fracción I del referido precepto, se 

impone el deber de que las sentencias contengan la fi jación 

clara y precisa de los puntos controvertidos, no así su 

reproducción, por lo que en la presente resolución se realizará el 

anális is s istemático y exhaustivo de todos los planteamientos 

hechos valer.  

 

 TERCERO. Existencia del acto impugnado.- Conforme a 

lo resuelto en proveído de fecha dieciocho de septiembre de dos 

mil dieciocho los actos impugnados son: la resolución 

administrativa recaída al recurso de revocación, contenida en el 

oficio **********1, de dieciséis de jul io de dos mil  dieciocho, 

dictada en el expediente 5/2018 por el Jefe de Departamento  y 

la resolución administrativa contenida en el oficio **********1, de 

primero de junio de dos mil dieciocho, dictada por el Jefe de 

Departamento . 

 La existencia de los actos impugnados se demuestra 

con copia certificada de los oficios **********1 de dieciséis de julio 

de dos mil dieciocho del oficio **********1, de primero de junio de 

dos mil dieciocho visibles a fojas 393 a 401 y 408 a 410 de autos, 

respectivamente, así como su reconocimiento expreso de la 

autoridad emisora al contestar la demanda (foja 171 de autos).  

 



 

 Las referidas copias certificadas constituyen 

documentales públicos de conformidad con el artículo 285, 

fracción I I I ,  del Código procesal civi l  y tienen pleno valor 

probatorio para acreditar la existencia de los actos impugnados 

con fundamento en los, 322, fracción V, 323, 400 y 405, del Código 

procesal civi l , de aplicación supletoria a la Ley del Tribunal  en 

términos del párrafo tercero del artículo 30 de la citada ley.  

 

 CUARTO. Causales de improcedencia. - Al no hacerse 

valer causales de improcedencia y sobreseimiento, ni advert irse 

de autos la actualización de alguna de las previstas en la Ley del 

Tribunal, el presente juicio es procedente.  

 

 Lo anterior encuentra sustento en la jurisprudencia con 

número de registro 161614, emit ida por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, q ue 

enseguida se reproduce. 

 
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU 

EXAMEN OFICIOSO POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA NO IMPLICA QUE ÉSTE DEBA VERIFICAR LA 

ACTUALIZACIÓN DE CADA UNA DE LAS CAUSALES RELATIVAS SI NO  LAS 

ADVIRTIÓ Y LAS PARTES NO LAS INVOCARON.  Conforme al  art ículo 202,  

úl t imo párrafo, del Código Fiscal de la Federación,  vigente hasta el  31 

de dic iembre de 2005,  las causales de improcedencia deben 

anal izarse aun de of icio, lo que debe entenderse en el  sentido que se 

estudiarán tanto las que hagan valer las partes como las que advierta 

el  t r ibunal  que conozca del  asunto durante el  juicio, lo que t raerá 

como consecuencia el  sobreseimiento, de conformidad con el  art ículo 

203,  f racción I I ,  del  mismo ordenam iento y vigencia,  ambas porciones 

normativas de contenido idéntico al  texto vigente de los art ículos 8o. ,  

úl t imo párrafo y 9o. ,  f racción I I ,  respectivamente, de la Ley Federal  de 

Procedimiento Contencioso Administrat ivo. Por  tanto, la 

improcedencia del  juicio contencioso administ rat ivo pueden hacerla 

valer las partes,  en cualquier t iempo, hasta antes del  dictado de la 

sentencia, por  ser  una cuest ión de orden públ ico, cuyo estudio es 

preferente; pero este derecho de las partes es también una carga 

procesal  s i  es que se pretende vincular  al  t r ibunal  del conocimiento a 

examinar determinada deficiencia o ci rcunstancia que pueda 

actual i zar el  sobreseimiento.  En ese contexto, las causales de 

improcedencia que se invoquen y las que advierta el  tr ibunal deben 

estudiarse,  pero s in  l legar al  extremo de imponer le la carga de 

ver i f icar,  en cada asunto,  s i  se actual i za o no alguna de las previstas 

en el  art ículo 202 del código en mención, en vi rtud de que no exi ste 

disposición alguna que, en forma precisa, lo ordene. Así  las cosas, s i  

exi ste una causal de improcedencia que las partes pretendan se 

declare, deben asumir la carga procesal de invocarla para v incular al  

tr ibunal y , sólo entonces, tendrán el  derecho de exigi r  el  

pronunciamiento respectivo.”  



 

 

 QUINTO. Antecedentes.- Conviene precisar los 

antecedentes del presente juicio en relación con el acto 

impugnado en el juicio.  

 

 El confl icto sometido a la potestad de esta Primera 

Sala se originó en el Fraccionamiento Bilbao Residencial, con 

motivo de que los terceros l lamados a juicio consideraron que el 

monto de las cuotas de mantenimiento que les correspondía 

pagar a la Asociación Civil  era exagerado por lo que acudieron 

ante el Jefe de Departamento  y el dieciocho de enero de dos mil 

dieciocho presentaron una queja, argumentando que la 

Asociación Civil les impedía el l ibre acceso y tránsito en el 

fraccionamiento (queja visible a fojas 370 a 373 de autos).  

 

 Derivado de la queja presentada, el Jefe de 

Departamento  emitió la resolución contenida en el oficio 

**********1 el once de abril de dos mil dieciocho, contra la cual, 

con fundamento en el artículo 74 de la Ley de Edificaciones , la 

parte actora recurrió a través del recurso de revocación 

interpuesto el cuatro de mayo de dos mil dieciocho.  

 

 El referido recurso de revocación fue resuelto por el 

Jefe de Departamento  mediante resolución contenida en el 

oficio **********1 de dieciséis de jul io de dos mil dieciocho, 

mediante la cual confirmó la resolución de origen.  

 

 Además, el primero de junio de dos mil  dieciocho, fue 

dictada diversa resolución contenida en el oficio **********1. 

 

 Estas dos últimas, son las resoluciones  que se tuvieron 

como acto impugnado en el presente juicio, por tanto, conviene 

precisar que si bien la controversia tiene un origen civil, puesto 

que la pugna de intereses versa, por una parte, en que los 

terceros denunciaron que la Asociación del Fraccio namiento 



 

Bilbao administra el control de acceso al Fraccionamiento 

instalando una caseta que opera con plumillas, lo que dicen, 

obstaculiza su tránsito al tener que activar las plumillas por sí 

mismos para ingresar; por otra parte, sost iene la Asociación q ue 

ello se encuentra motivado en que los terceros no han pagado 

las cuotas de mantenimiento por lo que esa es la razón por la 

cual se les niega el servicio de seguridad y no se les entrega una 

tarjeta para abrir las plumil las s in necesidad de activarlas en  

forma manual.  

 

 No obstante la precisión apuntada, en esta Sentencia 

únicamente se pueden analizar los actos impugnados de 

naturaleza administrativa, pues el artículo 82 de la Ley del 

Tribunal  únicamente autoriza a resolver respecto de los actos o 

resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se 

declare; la reposición del procedimiento que se ordene, los 

términos de la modificación del acto impugnado, y en su caso, la 

condena que se decrete.  

 

 En este orden de ideas, la presente sentencia se 

ocupará del estudio de la legalidad de las resoluciones 

impugnadas, quedando a salvo los derechos de la parte actora 

y los terceros l lamados a juicio para, en su caso, emprender 

acciones legales y de cobranzas necesarias a efecto de obtener 

el pago de las cuotas omitidas, así como el cumplimiento a los 

Estatutos Sociales y Reglamento Interno de la Comunidad o a su 

incumplimiento o cumplimiento en exceso, en su caso, quedando 

expeditos los derechos para entablar un juicio ante los Juzgados 

Civiles competentes para dir imir esa clase de controversias entre 

particulares.  

 

 SEXTO. Estudio de la legalidad de la primer resolución 

impugnada, recaída al recurso de revocación, contenida en el 

oficio **********1, de dieciséis de julio de dos mil dieciocho, 

dictada por el Jefe de Departamento .- En primer término se 



 

procede al estudio del primer motivo de inconformidad, en el que 

la parte actora hace valer que se actualiza la causa de nul idad 

prevista en el artículo 83, fracción I I , de la Ley del Tribunal  

respecto a la resolución contenida en el oficio **********1 de 

dieciséis de julio de dos mil dieciocho, con la que se resolvió el 

recurso de revocación al que se asignó número de expediente 

5/2018, aduciendo que la autoridad demandada actuó 

incumpliendo y omitiendo las formalidades que legalmente debía 

revestir su actuar.  

 

 En el primer motivo de inconformidad  en estudio, la 

parte actora alega que la autoridad incurr ió en dos omisiones, 

que serán analizadas por separado.  

 

 1).-  Por una parte, la parte actora sost iene que la 

autoridad demandada fue omisa en desahogar la audiencia a 

que se refiere el artículo 74 de la Ley de Edif icaciones , de 

subsecuente transcripción.  

 

 “ARTICULO 74. RECURSO DE REVOCACION.  

 

 Contra resoluciones dictadas por la apl icación de esta Ley y  sus 

Reglamentos procederá el  recurso de revocación,  el  cual deberá ser  

presentado por escr i to en  el  término de quince días hábiles a la fecha 

de su not if icación, ante el  T i tular de la Unidad Administ rat iva que 

hubiese dictado la resolución recurr ida.  

 E l  escr i to en el  que se interponga el  recurso no tendrá mayor 

formal idad y solo contendrá los datos necesar ios para ident if icar al  

Actor  y  el  acto que se impugna, así  mismo, deberá acompañarse de 

las pruebas documentales y per ic iales que se est imen convenientes.  

 

 Al  admit ir se el  recurso,  se suspenderá la ejecución de la 

resolución administrat iva o acto de autor idad.  

 

 Admit ido el  recurso,  se señalará el  día y hora para la 

celebración de una audiencia en la que se desahogarán las  pruebas 

levantándose al término de la misma acta suscri ta por los  que hayan 

intervenido.  

 

 Una vez real izada la audiencia,  la A utor idad Competente 

dictará resolución dentro de los 30 días hábiles s iguientes, not i f icando 

por escr ito y en forma personal al  o los Recurrentes de dicha 

resolución.  

 

 Contra la resolución que se dicte, no procederá recurso 

administrat ivo alguno.”  

 



 

 El artículo 74 de la Ley de Edif icaciones  regula el 

procedimiento de tramitación del recurso de revocación, el cual 

dispone, en lo que aquí interesa, que el recurso de revocación 

deberá presentarse ante el T itular de la Unidad Administrativa 

que hubiese dictado la resolución recurrida y que admitido el 

recurso, se señalará el día y hora para la celebración de una 

audiencia en la que se desahogarán las pruebas levantándose al 

término de la misma acta suscrita por los que hayan intervenido.  

 

 Resulta infundada la primera línea argumentativa del 

motivo de inconformidad en estudio.  

 

 Contrario a lo aseverado por la parte actora, la 

autoridad demandada sí desahogó la audiencia a que se refiere 

el artículo 74 de la Ley de Edif icaciones , como se expone a 

continuación. 

 

 La parte actora interpuso recurso de revocación en 

contra de la resolución contenida en el oficio número **********1 

de once de abril de dos mil  dieciocho a través del escrito 

presentado el cuatro de mayo de dos mil  dieciocho ante la 

Dirección de Administ ración Urbana, según consta de la copia 

certificada que obra en autos a fojas 411 a 145 de autos.  

 

 Al referido escrito le recayó acuerdo dictado el once 

de mayo de dos mil dieciocho en el expediente **********2, en el 

que se admitió el recurso de revocación referido y se señalaron 

las 12:30 horas del día ocho de junio de dos mil dieciocho a 

efecto de comparecer a exhibir medios de convicción y/o 

manifestar lo que a su derecho convenga (foja 416 de autos).  

 

 El ocho de junio de dos mil dieciocho, fecha señalada 

en el acuerdo de admisión del recurso de revocación, se levantó 

el acta de audiencia a que se refiere el art ículo 74 de la Ley de 



 

Edificaciones , por lo que es infundado que la autoridad 

demandada omitiera desahogar la referida audiencia.  

 

 Se reproduce a continuación la actuación de 

referencia, misma que obra en copia certif icada a foja 429 de 

autos: 

 

“    DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN URBANA  

DEL 22 AYUNTAMIENTO DE MEXICALI ,  B .C.  

DEPARTAMENTO DE CONTROL URBANO  

Asunto: Recurso de Revocación 5/2018  

Mexical i ,  Baja Cal iforn ia 08 de Junio del 2018.  

 

ASUNTO: ACTA DE AUDIENCIA 

 

En la c iudad de Mexical i ,  Baja Cal iforn ia s iendo las trece horas con 

tre inta minutos del  día 08 de Junio del presente año, lo anter ior en 

relación al  acuerdo de fecha 11 de Mayo del presente año emit ido, 

por el  Jefe del  Departamento de Control  Urbano de la Dirección 

Administ ración Urbana del XXI Ayuntamiento de Mexical i ,  Baja 

Cal i forn ia, el  Arquitecto Benjamín Ocampo Torres en dicho acuerdo se 

f i jó fecha de audiencia de ley para este día v iernes 08 de Junio del 

presente año 2018.  
 

Se le t iene a la Asociación Civ i l  “Fraccionamiento B i lb ao Mexical i  

Asociación Civ i l” ,  señalando domici l io para oí r  y  recib ir  not if icaciones 

el ubicado en cal le cerrada Ébol i  del  Res idencial  Hacienda Bi lbao 

número 2783 de esta Ciudad de Mexical i  Baja Cal iforn ia.  

Se da in ic io a la audiencia señalada en el  refer i do acuerdo, con la 

comparecencia del C. **********3 , quien se ident if ica con INE número 

**********4, representante de la parte denunciante,  por lo que se le da 

el  uso de la voz al  autor izado, a lo que manif iesta que se le t iene 

rat i f icando el  escr i to presentado el  24 de Mayo de 2018 en todos y 

cada uno de sus términos para los efectos señalados en el  mismo.  

 

Una vez lo anter ior  esta autor idad t iene por real izadas las 

manifestaciones,  por  lo que s iendo las doce horas con tre inta minutos 

del  día ocho de jun io del  presente año 2018,  se da por concluida la 

presente audiencia en los términos de la ley f i rmando al  f inal  los que 

en el la comparecieron y  se c ita para resolución administ rat iva 

def in it iva.”  

 

 Toda vez que lo alegado por la actora es la omisión de 

desahogar la audiencia referida, actuación que consta en el 

acta levantada antes transcrita, resulta conducente concluir que 

el agravio es infundado, por lo que respecta a este aspecto.  

 

 2).- Por otra parte, la parte actora sostiene que la 

autoridad demandada fue omisa en contestar los agravios que 

se expresaron en el recurso de revocación.  



 

 

 Asevera que existe incongruencia en el dictado de la 

resolución recaída al recurso de revocación 5/2018, pues al 

tratarse de un medio de defensa en el que existe principio de 

parte agraviada, la medida del recurso son los agravios 

expresados, pero la autoridad demandada fue omisa en 

atenderlos y darles contestación.  

 

 Resulta fundada y operante la segunda línea 

argumentativa del motivo de inconformidad en estudio.  

 

 Lo anterior es así dado que al resolver el recurso de 

revocación, la autoridad demandada omitió dar contestación a 

los agravios expresados en el referido medio de defensa.  

 

 El recurso de revocación fue interpuesto contra la 

resolución contenida en el oficio **********1 de once de abril  de 

dos mil dieciocho (que obra en copia certificada a foja 402 a 406 

de autos), que resolvió lo siguiente:  

 

 “PRIMERO. -  Que el  acceso v ial  al  Fraccionamiento Haci enda 

Bi lbao antes mencionado sea sobre la cal le San Pedro con lo cual  se 

evitará congest ionamiento o l íneas de almacenamiento de vehículos 

sobre la Avenida Eucal ipto.  

 
 SEGUNDO.-  Que se instale todo el  señalamiento v ial  necesario 

para el  buen funcionamiento vehicular ,  según el  croquis que obra en 

nuestro archivo,  as imismo en caso de sol ic itar  modif icaciones sean 

sol ic itados a este Departamento de Ingenier ía de Tráns ito.  

 
 TERCERO.- Que toda vez que ex iste e l  común acuerdo en su 

mayoría,  por  parte de los vecinos que habitan en el  “Fraccionamiento 

Hacienda B i lbao”,  en cont inuar con control  de accesos y  v ig i lancia y 

ésta acción es legí t ima toda vez que t iene como f inal idad aumentar 

la segur idad públ ica en el  f raccionamiento y reducir  en la medida de 

lo pos ible la incidencia del ict iva.  

 
 CUARTO.- De igual manera se indica que en sus act iv idades de 

control  de acceso y v ig i lancia,  los señalamientos v iales,  letreros,  

anuncios que se instalen en las entradas al  Fraccionamiento, en 

ningún momento deben contener ins ignias o mensajes que se ent ienda 

como rest r icción o negación al  acceso al  Fraccionamiento, toda vez 

que esta prohib ida toda publ ic idad cuyo texto,  f iguras o contenido 

inciten a la v iolencia, sean contrar ias a la moral o a las buenas 

costumbres,  promuevan la discr iminación de razas,  condic ión social  y 

rel ig iosa.  

 



 

 QUINTO.-  Que los controles de acceso y vigi lancia que se 

real icen, en ningún momento deben provocar molest ias a los 

residentes del Fraccionamiento,  n i  a persona alguna que transite por 

este,  permit iendo el acceso a los  peatones y automovil is tas que 

deseen ingresar al fraccionamiento, respetando su derecho 

fundamental al l ibre tránsi to, el cual no puede estar condicionado por  

ningún mot ivo.  

 
 SEXTO.-  El  presente documento se otorga en beneficio de los 

residentes del Fraccionamiento Hacienda Bi lbao, por lo que su 

vigencia se condiciona al cumpl imiento a lo expresado en el presente 

documento.  

 
 SÉPTIMO.- Se apercibe que en caso de incumplimiento a los 

l ineamientos anter iormente mencionados,  en los resolut ivos,  esta 

autor idad administrat iva procederá al  ret i ro y demolición de la 

caseta,  con fundamento en el  ar t ículo 56 de la Ley de Edi f icaciones 

del  Estado de Baja Cali fornia.  

 
 OCTAVO.- Se autor iza y comis iona al  inspector Fernando Erwin 

Botel lo Terr iquez con número de empleado 18771, ident if icación 

of ic ial  expedida por el  pres idente munic ipal de XXI I  ayuntamiento de 

Mexical i  con v igencia del 30 de sept iembre del  2019, el  cual se 

encuentra adscr i to al  Departamento de Control  Urbano de la 

Dirección de Administ ración Urbana de este H. XXI I  Ayuntamiento de 

Mexical i ,  para que l leve a cabo la not if icación de la presente 

Resolución Administ rat iva, debiendo levantar  constancia de el lo.  

 

 NOVENO.- En el  supuesto de no estar conforme con la presente 

resolución administrat iva, se hace de su conocimiento que procede el  

recurso de revocación establecido en el  art ículo 74 de la Ley de 

Edif icaciones del  Munic ip io de Mexical i ,  Baja Cal i forn ia, mis mo que 

deberá ser presentado en un plazo no mayor a 15 días hábiles 

constatados a part ir  de que surta efectos la not if icación del presente.  

 

 DÉCIMO.- Notif íquese y cúmplase.”  

 

 Ahora bien, en su escrito de recurso de revocación 

(que obra en copia cert if icada a foja 411 a 415 de autos), la 

parte actora impugnó la resolución recurr ida, haciendo valer tres 

agravios consistentes en que le agravia el resolutivo quinto 

porque se permite el l ibre tránsito de cualquier peatón, 

automovil ista o tercero ajeno al Residencial para ingresar y 

circular sin condición alguna, vulnerando la seguridad social y 

armonía de los vecinos ante el peligro de la seguridad pública 

que se vive actualmente; que le agravia el resolutivo sexto al 

condicionar la legit imidad de las acciones  de control de acceso 

y vigi lancia al cumplimiento del primer agravio expresado 

[permit ir  el l ibre tránsito s in condición alguna al 

Fraccionamiento], contraviniendo lo dispuesto a las medidas de 

control de acceso estipuladas en los estatutos sociales y 



 

reglamento interno que r igen los destinos de la Asociación; y que 

le causa perjuicio el resolutivo séptimo al apercibirse que ante 

cualquier incumplimiento a los resolutivos la autoridad podrá 

proceder con las facultades conferidas en el art ículo 56 de la Ley 

de Edif icaciones  al retiro o demolición de la caseta de vigilancia, 

vulnerando y poniendo en riesgo el funcionamiento de los 

controles de acceso al Residencial, considerando derecho 

legítimo continuar con los controles de acceso y vigilancia en 

beneficio de la seguridad y armonía de los vecinos y porque no 

se contraviene al orden público e imagen urbana de la ciudad, 

sus leyes, reglamentos aplicables y a la posible comisión de algún 

delito. 

 Al resolver el recurso de revocación referido, la 

autoridad demandada emitió la resolución contenida en el oficio 

**********1 el dieciséis de jul io de dos mil dieciocho que en copia 

certificada obra en autos a fojas 393 a 401 de autos, y que se 

transcribe a continuación.  

 

“    DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN URBANA  

DEL XXI I  AYUNTAMIENTO DE MEXICALI,  B.C.  

DEPARTAMENTO DE CONTROL URBANO 

OFICIO NO: **********1  

Recurso de Revocación:  5/2018  

Asunto: Resolución Administ rat iva  

 

Mexical i ,  Baja Cal iforn ia 16 de jul io del 2018.  

 

FRACCIONAMIENTO BILBAO MEXICALI  

ASOCIACION CIVIL,  CON DOMICILIO EN  

AV. DE LOS HEROES NUMERO 476, EN  

CENTRO CIVICO DE LA CIUDAD DE  

MEXICALI ,  BAJA CALIFORNIA  

P R E  S E N T E . -  

 

 ARQ. BENJAMIN OCAMPO TORRES,  en mi cal idad de Jefe  del  

Departamento de Control  Urbano, perteneciente a la Dirección de 

Administ ración Urbana de éste Honorable 22 Ayuntamiento de 

Mexical i ,  Baja Cal i forn ia; con fundamento en lo dispuesto en los 

art ículos 115 fracción V de la Const itución Pol í t ica de los Est ados 

Unidos Mexicanos; 82 apartado A,  f racción VI I I  y IX  del  de la 

Const i tución Pol í t ica del Estado L ibre y Soberano de Baja Cal i forn ia; 1 

y 2,  f racciones I I .  I I I ,  IV,  7  f racción I I I ,  11 f racciones I I I ,  XX, XXI,  23,  24, 

f racción I I  inc iso 2,  25,  52,  53,  55 ,  f racción I I ,  147 f racción I I I ,  195,  202, 

203,  y 208 de la Ley de Desarrol lo Urbano para el  Estado de Baja 

Cal i forn ia;  7 fracción VI,  XI ,  44,  f racción I  de la Ley del  Régimen 

Munic ipal  para el  Estado de Baja Cal i forn ia; 6,  f racciones I I ,  I I I ,  IV, V, 

X y  XI ,  22,  58 y  72 de la Ley de Edif icaciones del Estado de Baja 

Cal i forn ia; 242 del  Reglamento de Edif icaciones para el  Municip io de 

Mexical i ,  Baja Cal i forn ia; 6,  11, 22, 23,  24,  25, y 7, 12 y  138, f racciones 



 

VII  y X I  del  Reglamento de la Administración Públ i ca del Munic ip io de 

Mexical i ,  Baja Cal i fornia, los art ículos 2 y 9 de la Ley General  de B ienes 

del Estado de Baja Cal i forn ia, los art ículos 760 y  762 del Código Civ i l  

para el  Estado de Baja Cal iforn ia, y  los art ículos 12,  13 y 14 del 

Reglamento de B ienes Patr imoniales para el  Munic ip io de Mexical i  

Baja Cal i forn ia,  44 y  45 del Reglamento de Imagen Urbana para el  

Munic ip io de Mexical i  y  

 

R E  S U L T  A N D O 

 

 I . -  Que con fecha 18 de enero del 2018, se presentó escr i to, por  

parte de res identes del  Fraccionamiento B i lbao, en el  cual 

denunciaban la indebida obstacul ización por parte de una plumil la o 

una caseta de v ig i lancia sobre la cal le San Pedro, entre las cal les Ébol i  

y avenida Eucal ipto del Fraccionamiento B i lbao.  

 I I . -  Que con fecha 29 de enero de 2018, se  giró orden de 

Inspección mediante of ic io **********1,  a efecto de inspeccionar la 

caseta de v ig i lancia y las plumil las instaladas en el  acceso pr incipal 

del Fraccionamiento, ubicada sobre Ia cal le San Pedro, entre cal le 

Ébol i  y Avenida Eucal ipto.  

 
 I I I . -  Que con fecha 01 de febrero de 2018,  se inv itó a la 

Asociación Fraccionamiento B i lbao Mexical i  A.C., a efecto de 

dialogar y tener una reunión con la f inal idad de proponer soluciones 

a la problemática que se ha venido dando respecto a la existencia 

de plumil las o caseta de v ig i lancia sobre la cal le cal les [s ic] Ébol i  y 

avenida Eucal ipto del c itado Fraccionamiento B i lbao.  

 
 IV.-  Que con fecha 12 de febrero de 2018,  se tuvo reunión por 

parte de este Departamento de Control  Urbano, con la Asociación 

Fraccionamiento B i lbao Mexical i  A.C.  en el  cual  manifestaban su 

deseo de seguir  ut i l i zando la plumil la.  

 
 V.-  Que con fecha 02 de marzo de 2018,  se presentó escr ito por 

parte de la Asociación Fraccionamiento B i lbao Mexical i  A.C. en el  

cual,  señalan la dispos ic ión de solucionar la problemática para los 

vecinos que se encuentran en mora, manifestando que los vecinos 

res identes del Fraccionamiento Hacienda Bi lbao, están conformes con 

la instalación de las Plumil las y Casetas de Vigi lancia.  

 
 VI . -  Que con fecha 13 de marzo de 2018, se tuvo reunión en el  

Departamento de Control  Urbano, con los vecinos que in ic iaron la 

denuncia,  manifestando que el los estaban en la mayor disponib i l idad 

de solucionar su confl icto.  

 
 VI I . -  Que con fecha 11 de abr i l  de 2018,  se dicto Resolución  

Administ rat iva con número de of ic io **********1 .  

 
 VI I I . -  Que con fecha 4 de mayo de 2018, la asociación c iv i l  

denominada, Fraccionamiento B i lbao Mexical i ,  Asociación Civ i l ,  

presento recurso de Revocación contra la Resolución administ rat iva 

emit ida mediante número de of ic io **********1 .  

 
 IX.-  Que con fecha 11 de mayo de 2018, se admit ió el  recurso 

de revocación por estar  en t iempo y forma, as imismo se as ignó el  

número de expediente **********2, mismo que fue not i f icado el  16 de 

mayo del año en curso.  

 
 X.-  Que con fecha 18 mayo de 2018, los representantes de 

Fraccionamiento B i lbao Mexical i ,  Asociación Civ i l ,  presentaron escr i to 

mediante el  cual  manif iesta que todos los asociados s in  d ist inción 

alguna están obl igados al  pago puntual de las aportaciones 

respect ivas f i jadas por la asamblea general  de asociados .  



 

 
 X I-  Que .con fecha 29 de mayo de 2018, el  C.  **********3, 

representante común de los denunciantes, presento escr ito ante la 

Dirección de Administración Urbana, donde real iza diversas 

manifestaciones, de agres ión f í s ica y verbal en su contra por parte d el 

grupo de segur idad contratado por Id Asociación de vecinos, para 

v ig i lar y controlar  el  acceso al  f raccionamiento.  

  

 XI I . -  Que con fecha 8 de jun io de 2018, se celebro audiencia, 

donde se h izo constar la incomparecencia de los recurrentes, así  

como de algún representante legal  de dicha moral,  así  mismo se h izo 

constar la comparecencia del C. **********3 representante común de 

los denunciantes, al  cual se le concedió el  uso de la voz manifestando 

que es su deseo rat i f icar el  escr i to presentado el  29 de m ayo de 2018 

en todos y cada uno de sus términos para todos los efectos legales a 

los que haya lugar.  

 

 XI I I . -  Que con fecha 25 de Junio de 2018,  se presento escr ito por 

parte del Consejo de Administ ración de la persona moral  denominada 

Fraccionamiento B i lbao Mexical i ,  Asociación Civ i l ,  en el  cual revocan 

el  domici l io señalado en su escr ito in ic ial  del  Recurso de Revocación,  

y señalando como nuevo domici l io el  ubicado en Avenida de los 

Héroes, numero 476,  en el  Centro Cív ico, de la Ciudad  de Mexical i ,  

Baja Cal iforn ia, así  mismo autor izando a los L icenciados en Derecho 

Patr ic io Eduardo Osor io F ierro y a la Ciudadana Lorena Guadalupe 

Espinoza González.  

 

 XIV.-  Que de conformidad con el  plan munic ipal  de desarrol lo 

2016-2019, las pol í t icas ap l icables a la mater ia de Administ ración 

Urbana, y en función del Estado de Derecho en la que se ejecuten los 

Reglamentos y  demás normativ idad apl icable,  de conformidad con lo 

anter ior  se emiten los s iguientes:  

 

C O N S I  D E R A N D O 

 

 PRIMERO.- Que este Departamento de Control  Urbano, resulta 

ser competente para conocer y resolver e l  presente procedimiento 

administrat ivo, con fundamento en lo dispuesto en el  art ículo 138 

Fracciones I ,  X I  y XI I  y demás relat ivos al  Reglamento para la 

Administ ración Públ ica del  Munic ip io de Mexical i ,  Baja Cal iforn ia,  las 

v ial idades que se encuentran en el  terr i tor io munic ipal,  corresponden 

al  domin io públ ico del H.  Ayuntamiento de Mexical i ,  Baja Cal i forn ia, 

de conformidad con lo establecido en el  Decreto No. 132, emit ido por  

la H. XVI I I  Legis latura Const itucional del  Estado L ibre y  Soberano de 

Baja Cal i forn ia, en el  uso de las facultades confer idas por el  art ículo 

27 fracción I  de la Const itución Pol ic ita[s ic]  local ,  inscr i to ante el  

Regist ro Públ ico de la Propiedad y del Com ercio de esta 

Munic ipal idad, bajo part ida 5344869, Sección Civ i l  de fecha 31 de 

enero del 2003.  

 

 SEGUNDO.- Que en los términos del art ículo 1 de la Ley de 

Edif icaciones del  Estado de Baja Cal i forn ia, "La presente Ley r ige todas 

las edif icaciones e instala ciones en proceso,  uso, desuso o en 

demol ic ión local izadas en cualquier predio públ ico, pr ivado, e j idal  o 

comunal  del Estado de Baja Cal i forn ia y  su cumpl imiento, es de orden 

públ ico e interés social . "  

 

 TERCERO.-  Que en los términos del  art ículo 242 del  Reglamento 

de Edif icaciones para el  Munic ip io de Mexical i ,  Baja Cal iforn ia:  "La 

Dirección para comprobar el  cumpl imiento de las d ispos ic iones 

legales y  reglamentar ias, podrá ordenar v is itas de inspección,  las 

cuales podrán ser  ordinar ias y extraordinar ias, las pr imeras se 

efectuarán en días y  horas hábiles de of ic ina,  las segundas en 



 

cualquier momento especialmente en s i tuaciones de f lagrante 

contravención a la Ley y el  Reglamento."  

 

 CUARTO.-  As imismo y toda vez que las v ial idades,  cal le, 

calzadas y  cal le jones de serv ic ios, son cons iderados como parte del 

domin io públ ico de los munic ip ios, toda vez que se encuentra 

dest inado a un serv icio públ ico en este caso por ser una v ia l idad al  

serv ic io de la cal le que puedan trans itar vehículos y  t ranseúntes por 

la misma, as imismo los b ienes de dominio públ ico son inal ienables,  

imprescr ipt ibles e inembargables,  eso en cuanto que se cons idera un 

bien de serv ic io públ ico, lo anter ior t iene su fundamento en los 

art ículos 2 y 9 de la Ley General  de Bienes del Estado de Baja  

Cal i forn ia.  

 

"Art ículo 2. -  Son bienes de dominio públ ico:  
 

I I . -  Los inmuebles dest inados por el  Estado a un serv ic io públ ico,  

los propios que de hecho ut i l icen para dicho f in y los 

equiparados a estos,  conforme a la Ley;  
 

IV.-  Las serv idumbres cuando el  p redio dominante sea alguno 

de los anter iores;  
 

Artículo 9. -  Los b ienes de dominio públ ico del Estado son 

inal ienables,  imprescr ipt ibles e inembargables y no están sujetos 

mientras no varíe su s ituación jur íd ica a acción re iv indicator ia o 

de poses ión def in it iva o inter ina por parte de terceros.  Los 

part iculares y las ent idades públ icas sólo podrán adquir i r  sobre 

el  uso o aprovechamiento de estos bienes,  los derechos 

regulados en esta Ley u otras que dicte la Legis latura del 

Estado."  

 

 De igual  manera, el  Reglamento de B ienes Patr imoniales para el  

Munic ip io de Mexical i ,  Baja Cal i forn ia, nos mencionan que las 

v ial idades, cal les,  avenidas,  calzadas, son cons iderados b ienes de uso 

común y que son parte del  domin io públ ico.  

 

"Art ículo 12. -  Conforme a la Ley,  los B ienes Munic ipales estarán 

sujetos al  régimen de bienes de dominio públ ico, o al  de bienes 

propios.  
 

Artículo 13. -  Son B ienes Munic ipales bajo el  régimen de dominio 

públ ico:  
 

I . -  Los inmuebles que se adquieran o dest inen para 

equipamiento públ ico munic ipal o para el  uso común;  

I I . -  Los inmuebles dest inados a un serv ic io públ ico y los propios 

que de hecho ut i l ice para dichos f ines;  

I I I . -  Las serv idumbres, cuando el  predio dominante sea uno de 

los indicados en las f racciones l  y  I I  de e ste art ículo;  

IV.-  Los monumentos h istór icos,  arqueológicos, art í s t icos, de 

naturaleza mueble e inmueble,  de propiedad o poses ión 

munic ipal ;  y ,  

V.-  Los muebles que por su naturaleza normalmente no sean 

sust i tu ibles.  
 

Artículo 14. -  Son B ienes Munic ipales de uso común los inmuebles 

sujetos al  régimen de dominio públ ico que pueden ser ut i l i zados 

por los habitantes del Munic ip io, s in más restr icción que las 

establecidas en las leyes y  los reglamentos.  

 

Entre estos se encuentran enunciat ivamente los s iguientes:  

 



 

I . -  Los caminos,  calzadas,  puentes y  sus accesor ios,  s iempre que 

no sean propiedad de part iculares,  de la Federación o del  

Estado de Baja Cal i forn ia;  

I I . -  Los canales, drenes,  zanjas, bordos,  acueductos, y  los 

derechos de vía de estas instalaciones,  ex ist entes dentro del 

ter r itor io del  Munic ipio, s iempre que no sean propiedad de 

part iculares, de la Federación o del Estado de Baja Cal iforn ia;  

I I I . -  Las vías públ icas, plazas, paseos,  andadores y parques 

públ icos ex istentes en el  Munic ip io;  

IV.-  Las construcc iones ex istentes sobre los b ienes a que se 

ref ieren las f racciones anter iores;  y  

V.-  Los demás que determinen los ordenamientos legales 

apl icables y los de naturaleza análoga."  

 

 As imismo, nuestro Código Civ i l  del  Estado de Baja Cal i forn ia en 

sus art ículos 760 y 762,  nos mencionan que los b ienes de uso común 

son inal ienables,  imprescr ipt ibles e inembargables.  

 

“Art ículo. 760. -  Los bienes de uso común son inal ienables, 

imprescr ipt ibles e inembargables. Pueden aprovecharse de el los 

todos los habitantes, con las restr icciones establecidas por la 

Ley, pero para aprovechamientos especiales se necesita 

concesión otorgada con los requis itos que prevengan las leyes 

respect ivas.  

 

Art ículo 762.-  Los b ienes dest inados a un serv ic io públ ico y los 

bienes propios, pertenecen en pleno dominio al  Estado de Baja 

Cal i forn ia o a los munic ip ios, son inembargables e 

imprescr ipt ibles."  

 

 QUINTO.-  a su vez el  art ículo 11 de la Const i tución Pol í t ica de los 

Estados Unidos Mexicanos,  establece que toda persona t iene derecho 

para entrar en la Republ ica, sal i r  de el la, v ia jar por su ter r i tor io y 

mudar de res idencia,  s in necesidad de carta de segur idad, pasaporte,  

salvoconducto u otros requis itos semejantes. E l  e jerc ic io de este 

derecho estará subordinando a las facultades de la autor idad judic ial ,  

en los casos de responsabil idad cr iminal o c iv i l ,  y  a las de la autor idad 

administrat iva, por lo que toca a las l imitaciones que impongan las 

leyes sobre emigración, inmigración y  sa lubr idad general  de la 

Repúbl ica, o sobre extranjeros pern ic iosos res identes en el  país.  

 

 De igual  manera,  todas las autor idades,  en el  ámbito de sus 

competencias,  t ienen la obl igac ión de promover,  respetar , proteger y 

garant izar  los derechos humanos de conformidad con los pr incipios de 

universal idad, interdependencia,  indiv is ibi l idad y progres iv idad. En 

consecuencia,  el  Estado deberá prevenir ,  invest igar, sancionar y  

reparar  las v io laciones a los derechos humanos, en los términos que 

establezca la ley,  art ículo 8 Const i tucional,  los funcionar ios y 

empleados públ icos respetarán el  e jerc ic io del  derecho de pet ic ión, 

s iempre que esta formule por escr i to, de manera pacíf ica y  

respetuosa;  pero en mater ia pol í t ica solo podrán hacer uso de ese 

derecho los c iudadanos de la Republ ica.  

 SEXTO.- De conformidad con los art ículos y 133 de la 

Const i tución Pol í t ica de los Estados Unidos Mexicanos,  los inst rumentos 

internacionales en mater ia de derec hos humanos que a cont inuación 

se c itan deben ser  respetados como ley suprema en México y Baja 

Cal i forn ia, ya que han s ido f i rmados y rat i f icados por nuestro país .  Por 

lo tanto, ese derecho humano se encuentra fundamentado en los 

s iguientes acuerdos e inst rumentos internacionales:  

 

 Declaración Universal  de Derechos Humanos:  

 



 

Art iculo 13.1 Toda persona t iene derecho a c ircular  l ibremente 

y a elegir  su res idencia en el  ter r itor io de un Estado.  

 

2. Toda persona t iene derecho a sal ir  de cualquier país ,  incluso  

del propio y  regresar  a su país .  

 

 Convención Amer icana sobre Derechos Humanos:  

 

Art iculo 22. Derechos de circulación y  de res idencia.  

 

1.  Toda persona que se hal le legalmente en el  terr i tor io de un 

Estado t iene derecho a c ircular por  el  mismo y a res id ir  en el  con 

su sujeción a las d ispos ic iones legales.  

2. Toda persona t iene derecho a sal ir  l ibremente de cualquier 

país ,  inclus ive del  propio.  

3. E l  e jerc ic io de los derechos anter iores no puede ser rest r ingido 

s ino en v ir tud de una ley,  en la medida indisp ensable de una 

sociedad democrát ica, para prevenir  infracciones penales o 

para proteger la segur idad nacional i . la segur idad o el  orden 

públ ico, la moral o la salud públ icas o los derechos y l ibertades 

de los demás.  

4. E l  e jerc ic io de los derechos reconocid os en el  inciso 1 puede, 

as imismo, ser restr ingido por la ley, en zonas determinadas, por  

razones de interés públ ico.  

5.  Nadie puede ser  expulsado del  ter r itor io del  Estado del  cual 

es nacional,  n i ser pr ivado del  derecho a ingresar  al  mismo.  

 

 Pacto Internacional de Derechos Civ i les y Pol í t icos:  

 

Art ículo 12.  

 

1.-  Toda persona que se hal le legalmente en el  terr i tor io de un 

Estado tendrá derecho a c ircular l ibremente por el  y  a escoger 

l ibremente en él  su res idencia.  

2.-  Toda persona tendrá derecho a sal ir  l ibremente de cualquier 

país ,  incluso del  propio.  

3.-  Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de 

rest r icciones salvo cuando estas se hal len previstas en la ley,  

sean necesar ias para proteger la segur idad nacional,  el  orden 

públ ico, la salud o la moral públ icas o los derechos y l ibertades 

de terceros y sean compatibles con los demás derechos 

reconocidos en el  presente pacto.  

4.-  Nadie puede ser expulsado del terr i tor io del  Estado del  cual 

es nacional,  n i ser pr ivado del  derecho a ingresar  e n el  mismo 

 

 La Declaración Universal  de los Derechos Humanos Emergentes, 

aprobada en el  marco del segundo Fórum Universal  de las Culturas de 

Monterrey, 2007 y que a la let ra reza:  

 

Art iculo 7.  E l  derecho a la democracia part ic ipat iva  

[. . .]  

 

8.  E l  derecho a la movil idad local  y  accesib i l idad, todas las 

personas t ienen derecho a un t ráf ico ordenado y respetuoso 

con el  medio ambiente,  y a moverse con facil idad por la c iudad 

metropol i tana. Toda persona con discapacidad t iene derecho 

a que se facil i te su movil idad y a la supres ión de todas las 

barreras arquitectónicas.  

 

 As imismo, este derecho se reconoce en la Carta Mundial  por el  

Derecho a la Ciudad; en el  art ículo XI I I ,  que a la let ra señala:  

 

Art iculo X I I I .  Derecho al  t ransporte públ ico y la movil ida d urbana 



 

 

1.  Las c iudades deben garant izar  a todas las personas el  

derecho de movi l idad y c i rculación en la ciudad, de acuerdo a 

un plan de desplazamiento urbano e interurbano y a t ravés de 

un s is tema de t ransportes públ icos accesibles,  a precio 

razonable y  adecuado a las d iferentes necesidades ambientales 

y sociales (de género,  edad y discapacidad.)  

 

2.  Las c iudades deben est imular  el  uso de vehículos no 

contaminantes y  se establecerán áreas reservadas a los 

peatones de manera permanente o para c iertos mom entos del  

día.  

 

3.  Las c iudades deben promover la remoción de barreras 

arquitectónicas,  la implantación de los equipamientos 

necesar ios en el  s i stema de movil idad y c irculación y la 

adaptación de todas las edif icaciones públ icas o de uso públ ico 

y los locales de t rabajo y  esparcimiento para garant izar  la 

accesib i l idad de las personas con discapacidad.  

 

 Una vez expuesto y  fundado lo que antecede, esta Autor idad 

Administ rat iva:  

 

R E  S U E  L V E  

 

 PRIMERO.- Se conf irma la resolución impugnada, con número de 

of ic io **********1  de fecha Once de abr i l  de 2018,  en los términos de 

los -cons iderandos Quinto, Sexto y Sépt imo [s ic] de esta resolución 

administrat iva.  

 

 SEGUNDO.-  Se requiere a la Asociación de Vecinos denominada 

Asociación Fraccionamiento B i lbao Mexical i  A.C. de cumpl imiento a 

la resolución administrat iva de fecha Once de abr i l  de 2018,  a part ir  

de su legal not if icación, a efecto,  de que los res identes de dicho 

res idencial ,  por  el los mismos o por medio de un serv ic io prestado por 

un tercero, no deban obstruir  el  acceso al  res idencial  y tampoco 

obl igar a descender del  vehículo para levantar  la y/o espiga,  así  

,corno tampoco obstruir  el  acceso a los famil iares y/o v is i tas de los 

res identes de dicho fraccionamiento,  que deseen ingresar  ha dicho 

res idencial ,  por lo que no deberá haber dist inción en el  trato a los 

res identes y de sus v is itas.  

 

 TERCERO.-  Se le informa a la asociación de colonos que el  s imple 

hecho de v iv ir  en el  f raccionamiento no obl iga a los  res identes a ser 

parte de dicha asociación,  pues de conformidad con el  art iculo 20.1.2 

de la Declaración Universal  de los Derechos Humanos nos señala: 1. 

Toda persona t iene derecho a la l ibertad de reunión y  de asociación 

pacíf icas. 2.  Nadie podrá ser  obl igado a pertenecer a una asociación.  

Esta l ibertad supone que cada persona pueda determinar s in  

coacción alguna s i desea formar o no formar parte de la asociación.  

Se trata pues del derecho fundamental de agruparse de forma 

voluntar ia para la real ización común de un f in  l ic i to s in  pres iones a su 

integración.  
 

 CUARTO.- Se des igna como inspector a los CC. ARQ. HECTOR 

VIRAMONTES MONAY No. de empleado 17677 Y/O ARQ. VERONICA 

VALDEZ ANGULO No. de empleado 18964 Y/O ARQ. FERNANDO ERWIN 

BOTELLO TERRIQUEZ, con No.  de empleado 18771,  con credenciales 

of ic iales expedidas por el  Pres idente Munic ipal  y  el  Of ic ial  Mayor del  

22 Ayuntamiento de Mexical i ,  Baja Cal ifornia, con v igencia hasta el  30 

de sept iembre de 2019 para que efectúe lo ordenado en los resolut ivos 

del presente acuerdo, debiendo levantar Acta Circunstanciada y 

croquis  de la misma, la que se anexará a esta not if icación de sanción.  
 



 

 QUINTO.- Not if íquese y Cúmplase.  
 

 LO QUE COMUNICO A USTED PARA SU CONOCIMIENTO Y EFECTOS 

LEGALES A QUE HAYA LUGAR.  
 

A T E N T A M E N T E  
 

[f i rma i legible]  
 

ARQ. BENAJMIN OCAMPO TORRES  

JEFE DEL DEPARTAMENTO DE CONTROL URBANO  

DE LA DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN URBANA  

DEL XXI I  AYUNTAMIENTO DE MEXICALI,  BAJA CALIFORNIA.”  

 

 Del anális is de la resolución supra transcrita, se 

advierte que, en efecto, la autoridad demandada omitió atender 

y dar contestación a los agravios expuestos por la actora en su 

recurso de revocación.  

 

 Lo anterior se hace patente, no únicamente ante la 

falta de transcripción, reseña o mención de los agravios 

expresados por la parte actora en su recurso, sino porque de la 

lectura que se hace a la resolución recaída al recurso, se advierte 

la omisión del análisis de los planteamientos hechos valer en el 

recurso, pues en la referida resolución, la autoridad sostiene, 

medularmente, lo siguiente.  

 

 En el primer considerando, que el Departamento de 

Control Urbano es competente para resolver el procedimiento 

administrativo. 

 En el segundo considerando, que el art ículo 1 de la Ley 

de Edificaciones  establece que la referida ley r ige todas las 

edif icaciones e instalaciones en proceso, uso, desuso o en 

demolición localizadas en cualquier predio público, privado, 

ejidal o comunal del Estado y su cumplimiento es de orden 

público e interés social.  

 

 En el tercer considerando, transcribe el art ículo 242 del 

Reglamento de Edificaciones , el cual preceptúa que la Dirección 

podrá ordenar vis itas de inspección ordinarias y extraordinarias.  

 



 

 En el cuarto considerando señala que las vialidades, 

calles, calzadas y callejones de servicios son considerados como 

parte del dominio público de los municipios, por encontrarse 

destinados a un servicio público por ser una vialidad al servicio 

de la calle que puedan transitar vehículos y transeúntes por la 

misma, así como que los bienes de dominio público son 

inalienables, imprescriptibles e inembargables conforme a los 

art ículos 2 y 9 de la Ley General de Bienes , también menciona 

que el Reglamento de Bienes menciona que las vial idades, calles, 

avenidas, calzadas, son considerados bienes  de uso común parte 

del dominio público y transcribe sus art ículos 12, 13 y 14, 

finalmente señala que conforme a los art ículos 760 y 762 del 

Código Civil  los bienes de uso común son inal ienables, 

imprescriptibles e inembargables.  

 

 En el quinto considerando, señala que el artículo 11 de 

la Constitución Nacional  establece el derecho de toda persona 

a entrar en la República, sali r de ella, viajar por su territorio, 

mudar de residencia, sin necesidad de carta de seguridad, 

pasaporte, salvoconducto u otros requ isitos, así como que el 

ejercicio de este derecho estará subordinado a las facultades de 

la autoridad judicial,  en casos de responsabil idad criminal o civil, 

y a las de la autoridad administrativa, por l imitaciones impuestas 

por leyes sobre emigración, inmigración y salubridad general de 

la República o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país. 

Igualmente señala que todas las autoridades tienen la obligación 

de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos conforme a los principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibi l idad y progresividad, y en 

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y 

reparar las violaciones a los derechos humanos en los términos 

que establezca la ley. Igualmente menciona que el ar t ículo 8 de 

la Constitución Nacional  señala que los funcionarios y empleados 

públicos respetaran el ejercicio del derecho de petición y que en 



 

materia polít ica solo podrán hacer uso de ese derecho los 

ciudadanos de la República.  

 

 Finalmente, en el considerando sexto, señala que 

conforme los art ículos 1 y 133 de la Constitución Nacional  los 

instrumentos internacionales en materia de derechos humanos 

deben ser respetados como ley suprema y cita los art ículos 13.1 

y 2 de la Declaración Universal  que regulan el derecho a circular 

l ibremente, a salir  de cualquier país y regresar a su país; 22 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos que regula los 

derechos de circulación y residencia; 12 del Pacto Internacional 

de Derechos Civi les y Polít icos; 7 y 8 de la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos Emergentes, que regulan el derecho a 

la democracia participativa y a la movil idad local y 

accesibi l idad; XII I  de la Carta Mundial por el Derecho a la 

Ciudad, que regula el derecho al transporte público y la 

movil idad urbana. 

 

 De todo lo expuesto y fundado en la resolución, la 

autoridad resolvió confirmar la resolución impugnada en términos 

de los considerandos quinto (que expone el contenido de los 

art ículos 1, 8 y 11 de la Constitución Nacional), sexto (que expone 

diversos art ículos de tratados internacionales) y séptimo (que no 

fue formulado en la resolución al tener únicamente seis 

considerandos).  

 Además de confirmar la resolución impugnada, añadió 

en sus resolutivos siguientes: un requerimiento a la Asoc iación a 

que de cumplimiento a la confirmada a efecto de que los 

residentes no obstruyan el acceso al residencial ni obliguen a 

descender del vehículo para levantar la plumilla, ni tampoco 

obstruyan el acceso a familiares o visitas de residentes del 

fraccionamiento (resolutivo segundo), y se le informa a la 

Asociación que el hecho de vivir en el fraccionamiento no obliga 

a los residentes a ser parte de la asociación de conformidad con 

el art ículo 20 de la Declaración Universal  que contiene el derecho 



 

de libertad de reunión y asociación pacíficas que supone que 

cada persona puede determinar sin coacción si desea formar o 

no formar parte de la asociación.  

 

 Todo lo anterior,  sin hacer pronunciamiento alguno 

respecto a los agravios hechos valer por la actora en  su recurso 

de revocación consistentes en por qué se debe permitir el l ibre 

tránsito de cualquier peatón, automovil ista o tercero ajeno al 

Residencial para ingresar y circular sin condición alguna, 

vulnerando la seguridad social y armonía de los vecinos an te el 

pel igro de la seguridad pública que se vive actualmente; ni 

responder sobre el agravio expresado de condicionar la 

legitimidad de las acciones de control de acceso y vigilancia 

contraviniendo las medidas de control de acceso estipuladas en 

los estatutos sociales y reglamento interno que rigen los destinos 

de la Asociación; ni mucho menos respecto al perjuicio que le 

causa el apercibimiento en el sentido de que ante cualquier 

incumplimiento a los resolutivos la autoridad podrá proceder con 

las facultades conferidas en el artículo 56 de la Ley de 

Edificaciones  al retiro o demolición de la caseta de vigilancia, 

vulnerando y poniendo en riesgo el funcionamiento de los 

controles de acceso al Residencial, considerando derecho 

legítimo continuar con los controles de acceso y vigilancia en 

beneficio de la seguridad y armonía de los vecinos y porque no 

se contraviene al orden público e imagen urbana de la ciudad, 

sus leyes, reglamentos aplicables y a la posible comisión de algún 

delito. 

 En conclusión, la resolución impugnada contenida en 

el oficio **********1 confirmó la resolución de origen contenida en 

el oficio **********1 omitiendo dar contestación a los agravios 

materia del recurso de revocación por lo que resulta obligado 

concluir que la autoridad administ rativa, en la resolución 

impugnada, al omitir  el análisis de los agravios hechos valer 

contra la inicialmente recurrida, lo que constituye un 

incumplimiento a las formalidades que legalmente debe revestir 

pues al resolver los recursos administrativos la autoridad debió 



 

estudiar y resolver los agravios expresados por la parte 

recurrente, de ahí que el motivo de inconformidad en estudio 

resulte fundado y apto para declarar la nulidad de la resolución 

impugnada en estudio.  

 

 Por lo antes expuesto, procede declarar la nulidad de 

la resolución contenida en el oficio **********1 emitida el dieciséis 

de julio de dos mil dieciocho por el Jefe de Departamento  con 

fundamento en el artículo 83, fracción I I , de la Ley del Tribunal  al 

haber resuelto el recurso de revocación omitiendo el análisis de 

los agravios hechos valer contra la resolución recurrida, 

incumpliendo así,  las formalidades que legalmente debe revestir, 

toda vez que en estos casos la autoridad debió analizar la 

resolución recurrida como fue emitida, estudiando y resolviendo 

los agravios expresados por la parte recurrente.  

 

 El art ículo 83, fracción I I , de la Ley del Tribunal  dispone 

que sea causa de nul idad de las resoluciones impugnadas el 

incumplimiento de las formalidades que legalmente deba 

revestir, lo que acontece en el caso de la resolución contenida 

en el oficio **********1. 

 

 “ARTÍCULO 83. -  Serán causas de nul idad de los actos y 

resoluciones impugnadas:  
 

 [ . . . ]  
 

 I I . -  Incumpl imiento u omis ión de las formal idades que 

legalmente deba revest ir ;”  

 Cabe precisar que contra el primer motivo de 

inconformidad, en lo que atañe a la omisión de de contestar los 

agravios expresados en el recurso de revocación, las autoridades 

demandadas y terceros l lamados a juic io omitieron expresar 

argumentos defensivos, según se advierte de un análisis a los 

escritos de contestación de demanda vis ibles a fojas 163 a 167, 

168 a 176 y 364 a 369, respectivamente, de autos.  

 

 Contra el primer motivo de inconformidad, en su 

escrito de contestación de demanda (fojas 163 a 167), el Director 



 

hizo valer que no se advierte lesión alguna a la esfera jurídica de 

la parte actora, a través de algún acto que hubiere sido 

desplegado por su parte, pues el Jefe de Departamento fue la 

Autoridad que emitió la resolución administrativa.  

 

 Por su parte, en su escrito de contestación de 

demanda (fojas 168 a 176), el Jefe de Departamento hizo valer 

argumentos defensivos únicamente contra la primer l ínea 

argumentativa, relativo a la omisión de desahogar audiencia 

respecto del recurso de revocación interpuesto, pues se l imitó a 

afirmar que es falso que no se haya desahogado la audiencia a 

la que se refiere el artículo 74 de la Ley de Edificaciones, toda 

vez que el once de mayo de dos mil dieciocho, se dict ó acuerdo 

inicial en el cual se fi jó las doce treinta horas del día ocho de 

junio de dos mil dieciocho, para efecto de que comparecieran a 

la audiencia de ley, manifestando que se dio vista al 

representante de los denunciantes para que manifestaran lo que 

a su derecho convenga, así como las dil igencias efectuadas para 

hacer saber a las partes y señalando que el representante de los 

denunciantes compareció el día y hora señalado para la 

audiencia. Sin embargo, no manifestó nada en relación a la 

omisión de contestar los agravios expresados en el recurso de 

revocación. 

 

 Por últ imo, se precisa también que en su escrito de 

contestación de demanda (fojas 364 a 369 de autos), los terceros 

l lamados a juicio omitieron hacer valer argumentos en contra de 

la omisión de contestar los agravios expresados en el recurso de 

revocación, pues contra el primer motivo de inconformidad, se 

l imitaron a expresar que respecto al hecho de que no se 

desahogo la audiencia a que se refiere el artículo 74 de la Ley de 

Edificaciones , se inadvirtió que dentro de ese procedimiento 

administrativo no habían pruebas pendientes que desahogarse 

por lo que era innecesaria la audiencia contemplada.  

 



 

 No pasa inadvert ido que, aunado a la i legalidad por 

la que se declaró la nulidad de la resolución impugnada, además 

se observa que la autoridad demandada le añade 

consecuencias no previstas en la resolución recurrida, pues 

primero la confirma y en segundo lugar, requiere a la Asociación 

que de cumplimiento a efecto de no obstruir el acceso al 

residencial ni obligar a descender del vehículo para levantar la 

plumilla y/o espiga, así como tampoco obstruir el acceso a los 

famil iares y/o visitas de los residentes de dicho fraccionamiento, 

que deseen ingresar ha dicho residencial, añadiendo también 

que el hecho de vivir en el fraccionamiento no obliga a los 

residentes a ser parte de dicha asociación, de conformidad con 

la Declaración Universal y el derecho a la l ibertad de reunión y 

de asociación, cuestiones que, no solamente no formaron parte 

de lo resuelto en la resolución combatida a través del recurso 

administrativo, sino que tampoco fueron materia del aludido 

medio de defensa, por lo que al  resolver así, la autoridad mejoró 

la motivación de la resolución recurrida , lo cual no le es 

jur ídicamente permisible ya que con ello se desvirtúa la 

naturaleza jurídica y f inalidad de los recursos administrativos, 

puesto que la autoridad debió l imitarse a analizar la resolución 

recurrida como fue emitida sin añadir aspectos novedosos.  

 

 Apoya lo anterior el criterio jur ídico sostenido por el 

Tercer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, que esta Sala 

comparte, publicado con número de registro 229034 publi cado 

en la página 646 del Tomo II I ,  segunda parte -2 del Semanario 

Judicial de la Federación correspondiente al semestre de enero 

a junio de mil novecientos ochenta y nueve, cuyo rubro y texto 

se reproducen enseguida.  

 

“RECURSOS ADMINISTRATIVOS. AL RESOLVERLOS LA AUTORIDAD NO 

PUEDE DAR O MEJORAR LA MOTIVACION Y FUNDAMENTACION DE LA 

RESOLUCION RECURRIDA. Tomando en consideración que los recursos 

administrat ivos son medios de defensa legalmente previstos en favor 

de los gobernados, con el  objeto de que se revi se la legal idad de un 

acto de molest ia de la autor idad administ rat iva,  al  pronunciar  la 

resolución correspondiente la autor idad debe l imi tarse a anal izar el  

refer ido acto tal  como fue emit ido, estudiando y resolviendo los 



 

argumentos expresados por el  recur rente, s in que le esté jur ídicamente 

permit ido proporcionar o mejorar su motivación y fundamentación, ya 

que con el lo se desvi rtuar ían su naturaleza jur ídica y f inal idad.”  

 

 SÉPTIMO. Litis abierta.- Como consecuencia de la 

nulidad de la resolución impugnada, consistente en la contenida 

en el oficio **********1 de dieciséis de julio de dos mil dieciocho, 

se actualiza la aplicación del principio de l it is abierta, toda vez 

que la desatención en que incurrió la autoridad demandada al 

resolver el recurso adminis trativo, válidamente puede ser 

reparada por esta Sala, toda vez que la f inalidad del referido 

principio radica en evitar el reenvío del asunto a la sede 

administrativa, cuando el Tribunal  cuenta, como en el caso, con 

elementos suficientes para examinar la legalidad de la resolución 

recurrida en la parte que no satisfizo la pretensión de la 

demandante. 

 

 Sirve de apoyo a lo anterior,  la tesis I .7o.A.84 A (10a.) 

emitida por el Séptimo Tr ibunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, publicada con número de 

registro 2003079 en la página 2035 del l ibro XVII I , tomo 3, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

correspondiente al mes de marzo de dos mil trece, cuyo rubro y 

texto se reproducen a continuación.  

 

“LIT IS ABIERTA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL.  

SE ACTUALIZA DICHO PRINCIPIO CUANDO LA AUTORIDAD 

ADMINISTRATIVA, EN LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, OMITE EL ANÁLISIS 

DE ALGÚN AGRAVIO HECHO VALER CONTRA LA INICIALMENTE 

RECURRIDA. Los art ículos 1o.,  segundo párrafo y 50, cuart o párrafo,  de 

la Ley Federal  de Procedimiento Contencioso Administ rat ivo 

establecen el  pr incipio de l i t i s  abierta,  que opera en el  juicio de 

nul idad y consi ste,  esencialmente, en que el  afectado, en la parte de 

la resolución recaída a un recurso en sede ad ministrat iva que no 

satis f izo su interés jur ídico, puede expresar conceptos de nul idad 

tanto respecto de la determinación impugnada en dicho recurso 

como de la emit ida en éste y,  además, por  lo que toca a la pr imera, 

le es posible introduci r  argumentos dif erentes a los hechos valer 

in icialmente,  con la posibi l idad de ofrecer las pruebas que est ime 

pert inentes para demostrar la i legal idad de ambos pronunciamientos. 

No obstante, este pr incipio no es de apl icación absoluta, pues s i  el  

Tr ibunal Federal  de Just icia Fi scal y  Administ rat iva no cuenta con los 

elementos suf icientes que le permitan resolver  debidamente el  fondo 

de la cuest ión debatida, debe real izar  una declarator ia de nul idad 

para efectos, con el  objeto de que sea la autor idad administ rat iva 

quien lo defina, por ser ésta la que t iene todos los medios pert inentes 

para el lo; por  el  contrar io,  de contar  con los necesarios,  debe resolver 

la l i t i s  propuesta.  Consecuentemente, cuando la autor idad 



 

administrat iva, en la resolución impugnada, omite el  anál is i s  de algún 

agravio hecho valer  contra la in icialmente recurr ida,  se actual i za el 

pr incipio de l i t i s  abierta,  toda vez que la desatención en que incurr ió 

al  fal lar el  recurso administrat ivo, vál idamente puede ser  reparada por 

la Sala del  conocimiento,  pues la f inal idad del  refer ido pr incipio 

radica en evitar  el  reenvío del  asunto a la sede administrat iva,  cuando 

el  tr ibunal contencioso cuenta con elementos suf icientes para 

examinar la legal idad de la resolución recurr ida en la parte que no 

satis f izo la preten s ión de la demandante.”  

 

 Ahora bien, el principio de l it is abierta se encuentra 

tácitamente reglado en el artículo 47, último párrafo de la Ley 

del Tribunal  el cual dispone lo siguiente.  

 

 “ARTÍCULO 47. -  La demanda deberá indicar:  
 

 [ . . . ]  
 

 Tratándose de resoluciones dictadas en recursos 

administrat ivos,  el  demandante deberá expresar mot ivos de 

inconformidad en contra de éstas,  y s imul táneamente podrá repet ir ,  

como motivos de inconformidad, los agravios expresados dentro del 

recurso intentando, o expresar nuevos mot ivos de inconformidad en 

contra del acto administ rat ivo que se impugnó dentro del  recurso. En 

todos los casos el  demandante se deberá sujetar  a lo dispuesto en la 

f racción VI I I .”  

 

 Este párrafo establece lo que la doctrina conoce 

como “ l i t is abierta” del juicio de nulidad, en la inteligencia de 

que no se trata de la l i t is en el propio juicio, sino en relación con 

el acto administrativo, esto es, s in el párrafo que se comenta la 

l it is en el juicio de nulidad se l imitaría a la resoluci ón recaída al 

recurso administrativo, imposibil i tando la contravención de 

diverso aspecto del acto impugnado (no atacado en sede 

administrativa) y la expresión de agravios distintos a los que se 

hicieron valer en el propio recurso administrativo.  

 
 En este orden de ideas, toda vez que la autoridad 

demandada omitió el estudio del fondo del recurso administrativo 

y esta Sala, después de resolver que esa determinación de la 

autoridad es i legal, como se determinó en el considerando sexto 

de esta Sentencia, y toda vez que se considera que se cuenta 

con los elementos suficientes para pronunciarse en cuanto al 

fondo del recurso de revocación planteado, este órgano 

jur isdiccional se encuentra obligado a resolver los 



 

planteamientos de la parte actora contenidos en lo s agravios del 

recurso, con la finalidad de evitar el reenvío a la sede 

administrativa, sin que por tanto proceda una declaración de 

nulidad para efectos de que la autoridad demandada emita una 

nueva resolución debidamente fundada y motivada en la que 

resuelva el recurso, la instancia o la petición, pues la resolución 

de esos aspectos corresponde a este Tr ibunal , en sustitución de 

las autoridades demandadas, en cumplimiento al principio de l it is 

abierta. 

 
 Sirve de apoyo a lo anterior el criterio jur ídico 

contenido en la tesis I .13o.A.139 A emitida por el Décimo Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Pr imer Circuito, 

publicado con número de registro 171144 en la página 3205 del 

tomo XXVI del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

correspondiente al mes de octubre de dos mil s iete, cuyo rubro y 

texto se reproducen a continuación.  

 
“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA AMPLIACIÓN DEL 

PRINCIPIO DE L IT IS ABIERTA OBLIGA A LA SALA FISCAL, AL DETERMINAR 

LA ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN RECU RRIDA, A RESOLVER EN CUANTO 

AL FONDO EN SUSTITUCIÓN DE LA AUTORIDAD DEMANDADA. Los art ículos 

1o.,  últ imo párrafo y 50, cuarto párrafo,  de la Ley Federal  de 

Procedimiento Contencioso Administrat ivo,  apl icables a los asuntos 

que in icien su trámite ante el  T r ibunal  Federal  de Just icia Fiscal y 

Administ rat iva a part i r  del  1o. de enero de 2006,  según lo previsto en 

sus art ículos pr imero y cuarto t ransitor ios,  establecen la ampl iación del 

pr incipio de l i t i s  abierta contemplado con anter ior idad en los art ículos 

197, úl t imo párrafo y 237, cuarto párrafo, del Código Fiscal de la 

Federación, vigente hasta el  31 de diciembre de 2005,  en cuyos 

términos el  refer ido órgano jur isdiccional puede sust i tui r se a las 

autor idades demandadas ( lo que no se permit ía con anter ior ida d al  

1o. de enero de 2006) en aquel los casos en los que hubieren tenido 

por no interpuesto o desechado el  recurso en sede administrat iva, o 

dejen de resolver  una instancia o petición; supuesto en el  cual  la 

resolución recurr ida podrá ser anal i zada por la S ala Fiscal,  s iempre y  

cuando ésta haya determinado la procedencia del medio de defensa 

señalado y considere que cuenta con los elementos suf icientes para 

pronunciarse sobre la legal idad de la resolución recurr ida, anál is i s  que 

deberá l imitarse a sus fundamentos y motivos y  no di r igi r se a 

cuest iones que no sean materia de ésta, permit iendo al  interesado 

hacer valer en la demanda de nul idad, conceptos de impugnación no 

planteados en el  recurso para combati r  únicamente los preceptos 

jur ídicos apl icados al  caso  concreto, así  como las ci rcunstancias 

especiales, razones part iculares y  causas inmediatas en que la 

autor idad que emit ió la resolución recurr ida haya sustentado su 

determinación.  En tales condiciones, cuando la autor idad 

demandada actúe en los términos a puntados, omit iendo, 

consecuentemente, el  estudio del fondo del asunto por considerar  

que el  part icular dejó de cumpl i r  con un presupuesto o con un 



 

requis i to procesal ,  y  la Sala juzgadora, después de resolver que esa 

determinación de la autor idad es i legal ,  considere que cuenta con los 

elementos suf icientes para pronunciarse en cuanto al  fondo, se 

encuentra obl igada a resolver  los planteamientos del part icular  

contenidos en los agravios del  recurso, con la f inal idad de evi tar  el  

reenvío a la sede administra t iva,  s in  que por tanto pueda declarar la 

nul idad de la resolución impugnada para el  efecto de que la 

autor idad demandada emita una nueva resolución debidamente 

fundada y motivada en la que resuelva el  recurso,  la instancia o la 

petición,  pues la resolución de esos aspectos corresponde al  

mencionado t r ibunal ,  en sust i tución de las autor idades demandadas.”  
 

 

 No es obstáculo a lo anterior, que el precepto en cita 

disponga que el actor podrá repetir, como motivos de 

inconformidad, los agravios expresados dent ro del recurso 

intentado, pues en el caso hizo valer que dichos agravios no le 

fueron contestados en sede administrativa, por lo que no 

resultaba necesario ni obligado repetir los en su demanda de 

nulidad pues, al no haber dado contestación a los mismos en la 

resolución impugnada, no se materializó agravio que just if ique 

una impugnación diversa a la expuesta en su escrito inicial de 

demanda. 

 

 Además, en el caso se está frente a la omisión total de 

contestar los agravios vert idos en el recurso de revocación,  lo 

que trasciende para el efecto de que esta Sala desde luego deba 

estudiarlos, porque si la propia ley está impidiendo el reenvío al 

autorizar el principio de l it is abierta la impugnación de la 

resolución recurrida en el juicio, sería absurdo que las Sal as 

dejaran de estudiar los agravios hechos valer en la instancia no 

estudiada, pues eso constituir ía una denegación de justicia por 

lo que en la situación descrita, el demandante en el juicio no está 

obligado a reiterar los agravios planteados en el recurso para que 

la Sala los estudie, pues dicha exigencia no tiene razón de ser, en 

la medida en que la Sala debe abocarse al examen de esos 

agravios, por el simple hecho de haber verif icado la omisión de 

contestarlos y contar con elementos para hacerlo.  

 

 En este orden de ideas, esta Sala comparte el criterio 

contenido en la tesis I .2o.A.59 A del Segundo Tribunal Colegiado 



 

en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada con 

número de registro 164701 en la página 2800 del Tomo XXXI del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

correspondiente al mes de abril de dos mil diez, cuyo rubro y texto 

se reproducen. 

 

“RECURSOS ADMINISTRATIVOS. CUANDO LA DECISIÓN DE DESECHARLOS 

O TENERLOS POR NO INTERPUESTOS SE IMPUGNA MEDIANTE EL  JUICIO DE 

NULIDAD ANTE EL  TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA, LA SALA A QUIEN CORRESPONDA CONOCER DE LA 

DEMANDA, DEBE EN PRIMER TÉRMINO VERIFICAR SI PROCEDE EL RECURSO, 

Y SI  ASÍ  ES Y CUENTA CON ELEMENTOS PARA ELLO, DEBE EXAMINAR LOS 

AGRAVIOS PLANTEADOS EN EL  RECURSO, AUN CUANDO NO SE HAYAN 

REITERADO EN LA DEMANDA, ASÍ COMO LOS NUEVOS QUE EN ÉSTA SE 

PROPONGAN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN OBJETO DEL PRIMERO. El  

art ículo 1o.,  tercer párrafo,  de la Ley Federal  de Procedimiento 

Contencioso Administrat ivo, dice:  "Art ículo 1o.  . . .  Asimismo, cuando la 

resolución a un recurso administ rat ivo declare por no interpuesto o lo 

deseche por improcedente, s iempre que la Sala Regional competente 

determine la procedencia del mismo, el  juicio contencioso 

administrat ivo procederá en contra de la resolución objeto del 

recurso, pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de 

impugnación no planteados en el  recurso." .  De la transcr i ta 

disposición legal se desprende que cuando la resolución a un recurso 

administrat ivo lo tenga por no interpuesto o lo deseche por 

improcedente,  s iempre que la Sala determine la procedencia del  

mismo, el  juicio contencioso admi nistrat ivo procederá en contra de la 

resolución objeto del recurso, pudiendo el  demandante hacer valer 

conceptos de impugnación no planteados en éste. Esto úl t imo se ha 

venido l lamando pr incipio de l i t i s  abierta el  cual,  en el  supuesto de 

que la Sala cons idere que procedía el  recurso desechado o tenido por 

no interpuesto, trasciende para el  efecto de que esta últ ima pueda 

estudiar conceptos nuevos, pero desde luego deba estudiar  los que 

se propusieron en el  recurso, porque s i  la propia ley está impidiendo 

el  reenvío, ser ía absurdo que las Salas dejaran de estudiar  los agravios 

hechos valer en la instancia no estudiada, pues eso const i tui r ía una 

denegación de just icia con palmaria violación a las garantías 

consagradas por el  art ículo 17 de la Const i tución Pol í t ica de los 

Estados Unidos Mexicanos. Desde esta perspectiva,  se l lega también 

a la conclusión de que en s i tuaciones como las descr i tas, el  

demandante en el  juicio anulator io no está obl igado a reiterar los 

agravios planteados en el  recurso para que la Sa la los estudie,  pues 

dicha exigencia no t iene razón de ser ,  en la medida en que la Sala 

debe abocarse al  examen de esos agravios, por el  s imple hecho de 

haber ver i f icado la procedencia de la instancia que había s ido 

i legalmente rechazada y contar con eleme ntos para hacerlo, ya que 

ésta y no otra es la f inal idad del art ículo 1o.,  tercer párrafo, de la Ley 

Federal  de Procedimiento Contencioso Administrat ivo,  cuando en aras 

del pr incipio de expeditez de just icia, manda a dichas Salas sust i tui r  a 

la autor idad que tendría que haber resuelto el  recurso, di sponiendo 

expresamente que el  juicio procederá en contra de la resolución 

objeto de este últ imo.”  

 

 En este orden de ideas, a continuación se transcriben 

los agravios hechos valer en el recurso de revocación (fojas 413 

y 414 de autos).  



 

 

 “PRIMER AGRAVIO: Nos causa per ju ic io el  resolut ivo QUINTO de 

su proveído,  al  permit ir  el  l ibre tráns ito de cualquier  peatón,  

automovil is ta o tercero ajeno a los que conformamos el  Res idencial  

Hacienda B i lbao y que pueda ingres ar y ci rcular s in condic ión alguna 

al  Fraccionamiento, vulnerando nuestra segur idad social  y  la armonía 

de todos los vecinos que conformamos el  Res idencial  Hacienda 

Bi lbao, por la fal ta de respuesta de nuestras autor idades en mater ia 

de segur idad y ante el  pel igro de la segur idad públ ica que se v ive 

actualmente en nuestra sociedad.  

 SEGUNDO AGRAVIO: Nos causa per ju ic io el  resolut ivo SEXTO de 

su proveído, al  condic ionar la legit imidad de las acciones de control  

de acceso y v ig i lancia que operan actualmente e n nuestro 

res idencial ,  al  cumpl imiento del pr imer agravio que expresamos, 

contravin iendo en todo lo dispuesto a las medidas de control  de 

acceso est ipuladas en los estatutos sociales y reglamento interno que 

r igen los dest inos de la Asociación.  

 

 E l  objeto social  de la Asociación Civ i l ,  fue la de agrupar a todos 

los propietar ios y res identes de los inmuebles ubicados en el  

res idencial  Hacienda Bi lbao de esta c iudad, para hacer cumpl ir  con 

sus estatutos sociales y su reglamento interno, buscando s iempre el  

mejoramiento de v ida de los Asociados y  procurando s iempre el  

bienestar  común, prevaleciendo s iempre el  interés común sobre el  

part icular  de los Asociados.  

 

 TERCER AGRAVIO: Nos causa per ju ic io el  resolut ivo SEPTIMO de 

su proveído, al  apercib i rnos que ante cualquier  incumpl imiento a los 

resolut ivos de su of icio número DCUIN 092 -2018 [s ic],  esta Autor idad 

podrá en cualquier  momento proceder con las facul tades que le 

conf iere el  Art ículo 56 de la Ley de Edif icaciones del Estado de Baja 

cal iforn ia,  al  ret iro o demol ic ión de la caseta de v igi lancia 

mencionada en el  punto número 1 (uno) del capítulo de Hechos del 

presente escr i to, vulnerando y poniendo en r iesgo en forma total  el  

funcionamiento de los controles de acceso de nuestro Res idencial ,  

cons iderando que es  nuestro derecho legít imo de cont inuar con los 

controles de acceso y v ig i lancia, pero todo en benef ic io de la 

segur idad y de la armonía de todos los vecinos que conformamos el  

Fraccionamiento Hacienda B i lbao y porque no se contraviene al  orden 

públ ico e imagen urbana de la c iudad, a sus Leyes y Reglamentos 

apl icables y a la pos ible comis ión de algún del ito”  

 

 Como se advierte de la lectura de los referidos 

agravios, éstos se dirigen a combatir, respectivamente, los puntos 

resolutivos quinto, sexto y séptimo de la resolución recurrida 

contenida en el oficio **********1, toda vez que en el los se 

expresan razonamientos por los cuales se considera que cada 

resolutivo les causa perjuicio. Se transcriben a continuación los 

resolutivos referidos:  

 

 “QUINTO. -  Que los controles de acceso y v ig i lancia que se 

real icen, en n ingún momento deben provocar molest ias a los 

res identes del  Fraccionamiento,  n i  a persona alguna que t rans ite por 

este, permit iendo el  acceso a los peatones y  automovil i s tas que 

deseen ingresar  al  f raccionamiento, respetando su derecho 



 

fundamental  al  l ibre tráns ito, el  cual no puede estar  condic ionado por 

ningún mot ivo.  

 

 SEXTO.- E l  presente documento se otorga en benef ic io de los 

res identes del  Fraccionamiento Hacienda B i lbao, por lo que su 

v igencia se condic iona al  cumpl imiento a lo expresado en el  presente 

documento.  

 

 

 SÉPTIMO.- Se apercibe que en caso de incumpl imiento a los 

l ineamientos anter iormente mencionados,  en los resolut ivos,  esta 

autor idad administrat iva procederá al  ret iro y demol ic ión de  la 

caseta, con fundamento en el  art ículo 56 de la Ley de Edif icaciones 

del Estado de Baja Cal i forn ia.”  

 

 

 Por lo que hace al primer agravio hecho valer en el 

recurso de revocación, este resulta fundado.  

 

 En efecto, el punto resolutivo quinto combatido, 

esencialmente prescribe a la Asociación que los controles de 

acceso y vigilancia que se realicen, en ningún momento deben 

provocar molestias a los residentes del Fraccionamiento, ni a 

persona alguna que transite por este, ordenando permitir el 

acceso a peatones y automovil istas que deseen ingresar al 

fraccionamiento, añadiendo que el respeto al derecho 

fundamental al l ibre tránsito no puede estar condicionado por 

ningún motivo. 

 

 El recurrente sostiene que el lo le agravia porque 

permitir el l ibre tránsito de cualquier peatón, automovil ista o 

tercero ajeno al Residencial y que pueda ingresar y circular sin 

condición alguna al Fraccionamiento vulnera la seguridad social 

[sic] y armonía de todos los vecinos del Residencial Hacienda 

Bilbao, por la falta de respuesta de las autoridades en materia de 

seguridad y ante el peligro de la seguridad pública que se vive 

actualmente en nuestra sociedad.  

 

 Ahora bien, de un anális is a la resolución recurrida, se 

advierte que la autoridad sostiene en su resolutivo quinto lo 

siguiente: 

 



 

 a).- Que los controles de acceso y vigilancia no deben 

provocar molestias a los residentes, ni a persona alguna que 

transite por el Fraccionamiento,  

 b).- Que debe permitirse el acceso a peatones y 

automovil istas que deseen ingresar al fraccionamiento,  

 

 c).- Que debe respetarse el derecho fundamental al 

l ibre tránsito, el cual no puede estar condicionado por ningún 

motivo. 

 

 Sin embargo, en la parte considerativa de la resolución 

no se advierte razonamiento alguno que just ifique ninguna de las 

anteriores conclusiones.  

 

 En efecto, en el considerando primero la autoridad 

funda su competencia para emitir resolución.  

 

 En el considerando segundo transcribe el artículo 44 

del Reglamento de Imagen  el cual prohíbe publicidad que incite 

a la violencia, sea contraria a las buenas costumbres o 

promuevan discriminación.  

 

 En el considerando tercero se transcribe el art ículo 1 

de la Ley de Edificaciones  el cual señala que dicha ley r ige las 

edif icaciones e instalaciones en proceso, uso , desuso o en 

demolición localizadas en cualquier predio del Estado.  

 

 En el considerando cuarto se transcribe el artículo 242 

del Reglamento de Edificaciones  que prevé la posibi l idad de 

ordenar vis itas de inspección, ordinarias y extraordinarias para 

comprobar el cumplimiento de disposiciones legales y  

reglamentarias.  

 

 En el considerando quinto, el últ imo de la resolución, 

se expresa que las vialidades, calles, calzadas y callejones de 



 

servicios son considerados parte del dominio público de los 

municipios, toda vez que se encuentran destinados a un servicio 

público por ser una vialidad al servicio de la calle que puedan 

transitar vehículos y transeúntes por la misma, y que los bienes de 

dominio público son inalienables, imprescriptibles e 

inembargables en cuanto que se considera un bien de servicio 

público. 

 

 Posteriormente transcribe los artículos 2 y 9 de la Ley 

General de Bienes , 12, 13 y 14 del Reglamento de Bienes y 760 y 

762 del Código civil ,  s in que de ningún precepto se advierta que 

pueda sostenerse el resolutivo impugnado, dado que ninguno de 

los preceptos prevé nada sobre los controles de acceso y 

vigilancia que se realicen en Fraccionamientos, tampoco se 

fundamenta en el los el l ibre tránsito, mucho menos se prevé que 

no pueda condicionarse por ningún motivo, por lo que el punto 

resolutivo en análisis resulta incongruente con la parte 

considerativa de la resolución administrativa puesto que lo 

ordenado en los resolutivos no es consecuente con lo 

considerado en la resolución.  

 

 Aunado a lo anterior,  de considerarse que los 

fundamentos citados en la resolución pudieran sostener la 

decisión de la autoridad, ésta estaba obligada a ofrecer una 

adecuada motivación que permita el paso de los fundamentos a 

lo decidido, es decir, la expresión de un razonamiento lógico 

jur ídico que permita entender cómo de las previsiones generales 

de las disposiciones invocadas se puede l legar a la conclusión 

l legada. 

 

 El análisis anterior, obliga a considerar actualizada la 

causa de nulidad prevista en el art ículo 83, fracc ión I I , de la Ley 

del Tribunal  consistente en el incumplimiento u omisión de las 

formalidades que legalmente deba revestir la resolución 

impugnada, toda vez que en los resolutivos de ésta se debe dar 



 

una decisión que sea consecuente con las consideraciones  de la 

misma, pues de lo contrario se falta al principio de congruencia 

que debe existi r en toda resolución, aunado a que, respecto a lo 

decidido en el resolutivo no se ofreció motivación legal que 

just if ique lo ahí preceptuado.  

 El segundo agravio hecho valer en el recurso de 

revocación, resulta inoperante.  

 

 El punto resolutivo sexto precisa que el documento en 

que consta la resolución recurrida se otorga en beneficio de los 

residentes del Fraccionamiento, condicionando su vigencia al 

cumplimiento a lo expresado en la resolución, sin embargo, el 

recurrente sostiene que ello le causa perjuicio al condicionar la 

legitimidad de las acciones de control de acceso y vigilancia al 

cumplimiento del primer agravio expresado [sic], contraviniendo  

las medidas de control de acceso estipuladas en los estatutos 

sociales y reglamento interno que rigen los destinos de la 

Asociación. 

 

 Lo inoperante del agravio hecho valer se sustenta en 

dos razones. La primera, porque en el referido agravio se aducen 

razones ajenas a lo resuelto en el punto resolutivo combatido, de 

tal suerte que el agravio no es congruente con el punto 

resolutivo, por lo que es ineficaz para atacarlo. La segunda razón 

es que en el agravio se invocan como fundamento las 

estipulaciones hechas en los Estatutos Sociales y el Reglamento 

Interno de la Comunidad que, por su carácter, se trata de 

disposiciones de orden civil que no pueden ser atendidas por este 

Tribunal  para fundar conforme a derecho una decis ión del caso, 

al carecer de competencia para dirimir controversias de intereses 

entre part iculares.  

 

 El tercer agravio hecho valer en el recurso de 

revocación, es fundado.  

 



 

 En el punto resolutivo séptimo de la resolución 

recurrida, se impone a la Asociación un apercibimiento en el 

sentido de que la autoridad administrativa procederá al retiro y 

demolición de la caseta, con fundamento en el artículo 56 de la 

Ley de Edificaciones en caso de incumplimiento a los 

l ineamientos mencionados en la resolución.  

 Como se advierte del tercer agravio hecho valer, la 

parte actora recurrió la resolución por considerar inaplicable el 

art ículo 56 de la Ley de Edificaciones , expresando que le causa 

perjuicio el resolutivo séptimo de su proveído, al apercibir les que 

ante cualquier incumplimiento a los resolutivos la autoridad 

podrá en cualquier momento proceder al retiro o demolición de 

su caseta de vigilancia, señalando que no se contraviene al 

orden público e imagen urbana de la ciudad, a sus Leyes y 

Reglamentos aplicables y a la posible comisión de algún delito.  

 

 El art ículo 56 de la Ley de Edificaciones dispone lo 

siguiente: 

 

 “ARTICULO 56. ORDENES DE REPARACION O DEMOLICION.  

 

 Cuando las Autor idades Munic ipales tengan conocimiento de 

que una edif icación,  estructura o instalación,  represente algún pel igro 

para las personas o bienes,  ordenará al  Propietar io o Poseedor que 

efectúen las reparaciones, obras o demol iciones,  necesar ias conforme 

al  d ictamen técnico que elabore o avale la Autor idad Municipal.  En 

caso de no ser atendido,  ordenará su clausura parcial  o total ,  según 

sea el  caso y a cuenta del propietar io o poseedor real izará las obras 

o demol ic iones necesar ias para garant izar la segur i dad de personas y 

bienes.  

 

 Cuando un predio con construcción se encuentre en estado de 

abandono que pos ibi l i te ser ut i l i zado re iteradamente por terceras 

personas para ejecutar  act iv idades que puedan ser  const i tut ivas de 

del i tos o inf racciones a los Bandos  o Reglamentos de Pol icía y Buen 

Gobierno,  la Autor idad Munic ipal requer i rá al  Propietar io o Poseedor, 

previo dictamen que para tal  efecto se emita, real ice las obras o 

medidas que eviten estas act iv idades; en caso de no ser  atendido el  

requer imiento, y con la f inal idad de salvaguardar el  orden públ ico, se 

ejecutarán las obras o medidas necesar ias y  en su caso la demol ic ión, 

a costa del  propietar io o poseedor;  previa sujeción del  procedimiento 

previsto en la Ley.  

 

 Para los efectos de la dispos ic ión anter io r,  se ent iende que una 

construcción se encuentra en estado de abandono, cuando no sea 

habitada por sus propietar ios o poseedores por más de un año y 

ex istan reportes pol iciacos, administrat ivos, o test imonios de vecinos 

que así  lo indiquen.  



 

 

 Las autor idades munic ipales podrán celebrar  convenios de 

coordinación con el  E jecut ivo Estatal ,  a f in de que se ejerzan de 

manera conjunta las atr ibuciones que en relación con los b ienes en 

estado de abandono les conf iere este art ículo.”  

 El precepto en cita reglamenta las ordenes de 

reparación o demolición de edificaciones, estructuras o 

instalaciones y señala que cuando las Autoridades Municipales 

tengan conocimiento de que una edif icación, estructura o 

instalación, represente algún peligro para las personas o bienes,  

ordenará al Propietario o Poseedor que efectúen las 

reparaciones, obras o demoliciones, necesarias conforme al 

dictamen técnico que elabore o avale la Autoridad Municipal.  

 

 El precepto en anális is establece, además, que en 

caso no ser atendido, ordenará su clausura parcial o total, según 

sea el caso y a cuenta del propietario o poseedor realizará las 

obras o demoliciones necesarias para garantizar la seguridad de 

personas y bienes.  

 

 Igualmente prescribe que cuando un predio con 

construcción se encuentre en estado de abandono que posibi l ite 

ser uti l izado reiteradamente por terceras personas para ejecutar 

actividades que puedan ser constitutivas de delitos o 

infracciones a los Bandos o Reglamentos de Policía y Buen 

Gobierno, la Autoridad Municipal requerirá al Propietario o 

Poseedor, previo dictamen que para tal efecto se emita, realice 

las obras o medidas que eviten estas actividades; y para el caso 

de que el requerimiento no sea atendido se establece como 

consecuencia que se ejecutarán las obras o  medidas necesarias 

y en su caso la demolición, a costa del propietario o poseedor; 

previa sujeción del procedimiento previsto en la ley.  

 

 De lo anterior es fácil advertir que la demolición 

procede respecto de edificaciones, estructuras o instalaciones 

cuando se presente alguno de los casos siguientes:  

 



 

 a).- Cuando las Autoridades Municipales tengan 

conocimiento de que una edificación, estructura o instalación, 

represente algún peligro para las personas o bienes.  

 b).-  Cuando un predio con construcción se encuentre 

en estado de abandono que posibi l ite ser uti l izado 

reiteradamente por terceras personas para ejecutar actividades 

que puedan ser constitutivas de delitos o infracciones  

 
 En ambos casos se prevé que, previo a tal 

consecuencia, debe requerirse al propietario o poseedor realizar 

reparaciones, obras o medidas a fin de evitar ya sea garantizar 

la seguridad de personas y bienes o bien, evitar la comisión de 

delitos e infracciones en predios abandonados.  

 
 Sin embargo, lejos de respetar los supuestos de hecho 

que condicionan la aplicación del precepto menc ionado, la 

autoridad en su resolución impone como consecuencia el retiro 

y demolición de la caseta con fundamento en el precepto en 

cita, condicionándolo a que se incumplan los l ineamientos de su 

resolución, mismos que no guardan relación alguna con el 

precepto en el cual se fundamenta la autoridad.  

 
 En este orden de ideas, resulta patente que la 

disposición en cita fue violada por la autoridad, pues imponer su 

observancia en los términos previstos en la resolución contraviene 

abiertamente la disposición legal, al imponerse en contra de lo 

que ésta dispone.  

 
 Además, s i la finalidad del precepto es garantizar la 

seguridad de las personas y bienes, esto guarda relación con el 

deber de conservar las instalaciones en buenas condiciones de 

operación y seguridad, a f in de que no existan desperfectos que 

pudieran representar un peligro y no como una medida coactiva 

para imponer el cumplimiento de las medidas señaladas en la 

resolución en análisis, por lo cual dicho acto fue emitido con base 



 

en una incorrecta interpretación de la norma contenida en el 

art ículo en cita.  

 
 Consecuentemente, toda vez que la autoridad 

demandada violó el artículo 56 de la Ley de Edificaciones  al 

sustentar su apercibimiento con base en este precepto en la 

resolución contenida en el oficio  **********1, se actualiza en el 

presente la causa de nulidad prevista en el art ículo 83, fracción 

IV, de la Ley del Tribunal  que establece lo siguiente.  

 

 “ARTÍCULO 83. -  Serán causas de nul idad de los actos y 

resoluciones impugnadas:  

 

 [ . . .]  

 

 IV.-  Violac ión de las d ispos ic iones apl icadas o no haberse 

apl icado las debidas;”  

 

 Toda vez que resultaron fundados los agravios primero 

y tercero del recurso de revocación al actualizarse las causas de 

nulidad previstas en el art ículo 83, fracciones I I  y IV, de la Ley del 

Tribunal , en consecuencia, procede declarar la nulidad de la 

resolución recurr ida a través del recurso de revocación, 

contenida en el oficio **********1 de once de abri l  de dos mil 

dieciocho dictada por el Jefe de Departamento .  

 

 OCTAVO. Estudio de la legalidad de la segunda 

resolución impugnada contenida en el oficio **********1, de 

primero de junio de dos mil dieciocho, dictada por el Jefe de 

Departamento .- En su cuarto motivo de inconformidad, la parte 

actora hace valer que respecto a esta resolución impugnada se 

actualiza la causa de nulidad prevista en el art ículo 83, fracción 

IV, de la Ley del Tribunal , por que la autoridad demandada violó 

las disposiciones aplicadas y dejó de aplicar las debidas.  

 

 Sostiene la parte actora que es indebido que el once 

de mayo de dos mil dieciocho la demandada ordenara la 

práctica de una visita de inspección en la caseta de seguridad 

del fraccionamiento para verif icar si la Asociación Civil  estaba 



 

dando cumplimiento a la resolución dictada el once de abril de 

dos mil dieciocho, pues la ejecución de esa última estaba 

suspendida en términos del artículo 74 de la Ley de Edificaciones ,  

por efectos del recurso de revocación interpuesto desde el 

cuatro de mayo de dos mil dieciocho ante el Jefe de 

Departamento , para combatir dicha resolución.  

 

 Que por efectos de la suspensión de plano y de oficio 

que opera por la sola interposición del recurso la autoridad 

demandada no podía exigirle a la Asociación Civi l el 

cumplimiento de la resolución recurrida, por lo que fue indebido 

e i legal que el once de mayo de dos mil dieciocho se haya 

efectuado una vis ita de inspección para verificar el cumplimiento 

a la resolución recurrida, por lo que deviene i legal la resolución 

contenida en el of icio **********1 de primero de junio de dos mil 

dieciocho, pues tal determinación fue tomada bajo el argumento 

que la Asociación Civil estaba desacatando una resolución que 

no le era exigible porque sus efectos estaban suspendidos por la 

interposición del recurso de revocación.  

 

 El motivo de inconformidad en estudio es fundado.  

 

 En efecto, la resolución contenida en el oficio 

**********1, de primero de junio de dos mil dieciocho, fue dictada 

por el Jefe de Departamento  s in haber acatado lo dispuesto por 

el tercer párrafo del art ículo 74 de la Ley de Edificaciones , de 

subsecuente transcripción, que regula el recurso de revocación.  

 

 “ARTICULO 74. RECURSO DE REVOCACION.  
 

 Contra resoluciones dictadas por la apl icación de esta Ley y  sus 

Reglamentos procederá el  recurso de revocación,  el  cual deberá ser  

presentado por escr i to en el  término de quince días hábiles a la fecha 

de su not if icación, ante el  T i tular de la Unidad Administ rat iva que 

hubiese dictado la resolución recurr ida.  
 

 E l  escr i to en el  que se interponga el  recurso no tendrá mayor 

formal idad y solo contendrá los datos necesar ios para ident if icar al  

Actor  y  el  acto que se impugna, así  mismo, deberá acompañarse de 

las pruebas documentales y per ic iales que se est imen convenientes.  
 



 

 Al  admit i r se el  recurso, se suspenderá la ejecución de la 

resolución administrat iva o acto de autor idad.  

 Admit ido el  recurso, se señalará el  día y hora para la 

celebración de una audiencia en la que se desahogarán las pruebas 

levantándose al  término de la misma acta suscr i ta por los que hayan 

intervenido.  

 

 Una vez real izada la audiencia,  la Autor idad Competente 

dictará resolución dentro de los 30 días hábiles s iguientes, not i f icando 

por escr ito y en forma personal al  o los Recurrentes de dicha 

resolución.  

 

 Contra la resolución que se dicte, no procederá recurso 

administrat ivo alguno.”  

 

 En lo que interesa, el art ículo de referencia prevé que 

al admitirse el recurso de revocación, se suspenderá la ejecución 

de la resolución administrativa recurrida.  

 

 No obstante lo anterior, la autoridad demandada 

dictó una resolución el primero de junio de dos mil  dieciocho, 

consistente en la contenida en el oficio **********1, esto es, 

posterior a la admisión del recurso de revocación (once de mayo 

de dos mil dieciocho) y previa resolución del referido medio de 

defensa (dieciséis de jul io de dos mil dieciocho).  

 

 En efecto, la referida resolución impugnada, que obra 

en copia certificada a fojas 408 a la 410, es del tenor l iteral 

siguiente: 

 

“    DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN URBANA 

DEL XXI I  AYUNTAMIENTO DE MEXICALI,  B.C.  

DEPARTAMENTO DE CONTROL URBANO  

OFICIO NO: **********1  

Asunto: Levantamiento de espiga y/o  

Plumil la del f raccionamiento hacienda B i lbao.  

Mexical i ,  Baja Cal iforn ia 01 de Junio del 2018.  
 

FRACCIONAMIENTO BILBAO MEXICALI  

ASOCIACION CIVIL,  CON DOMICILIO EN  

CALLE CERRADA ÉBOLI No. 2250 DE  

RESIDENCIAL HACIENDA BILBAO EN  

MEXICALI ,  BAJA CALIFORNIA  

P R E  S E N T E . -  
 

 Con fundamento en lo dispuesto en los art ículos 115 fracción V 

de la Const i tución Pol í t ica de los Estados Unidos Mexicanos;  82 

apartado A,  fracción VI I I  y  IX  del  de la Const i tución Pol í t ica del Estado 

L ibre y Soberano de Baja Cal i forn ia; 1 y 2,  f racciones I I ,  I I I ,  IV, 7 

fracción I I I ,  11 fracciones I I I ,  XX,  XXI,  23,  24,  f racción I I  inc iso 2, 25,  52, 

53,  55, f racción I I ,  147 f racción I I I ,  195, 202,  203, y  208 de la Ley de 



 

Desarrol lo Urbano para el  Estado de Baja Cal i forn ia;  7 fracción VI,  XI ,  

44,  f racción I  de la Ley del  Régimen Municipal para el  Estado de Baja 

Cal i forn ia; 6,  f racciones I I ,  I I I ,  IV,  V, X y  XI ,  22,  58 y 72 de la Ley de 

Edif icaciones del Estado de Baja Cal i fornia; 242 del Reglamento de 

Edif icaciones para el  Munic ip io de Mexical i ,  Baja Cal i forn ia; 6, 11, 22,  

23,  24,  25,  y  7, 12 y  138,  f racciones VI I  y XI  del  Reglamento de la  

Administ ración Públ ica del Munic ip io de Mexical i ,  Baja Cal i forn ia, los 

art ículos 2 y 9 de la Ley General  de Bienes del Estado de Baja 

Cal i forn ia, los art ículos 760 y 762 del  Código Civ i l  para el  Estado de 

Baja Cal iforn ia, y  los art ículos 12, 13 y 14 del  R eglamento de B ienes 

Patr imoniales para el  Munic ip io de Mexical i  Baja Cal i forn ia.  

 

 En atención a los d iversos problemas que han surgido respecto,  

al  control  de la espiga o plumil la,  de la caseta de v ig i lancia que da 

acceso v ial  al  Fraccionamiento Hacienda B i lbao y toda vez que se 

not if icó resolución administ rat iva con número de of ic io **********1  de 

fecha 11 de abr i l  de 2018, s in  que a la fecha se haya dado el  debido 

cumpl imiento de dicha resolución.  

 

 As imismo de la fe de hechos levantada por el  Inspector  

Fernando Erwin Botel lo Ter r iquez con numero de empleado 18771 

ident if icación of ic ial  expedida por el  pres idente munic ipal de XXI I  

ayuntamiento de Mexical i  con v igencia del 30 de sept iembre del  2019, 

el  cual se encuentra adscr ito al  Departamento de Control  Urbano de 

la Dirección de Administración Urbana de este H. XXI I  Ayuntamiento 

de Mexical i ,  en la cual h izo constar  lo s iguiente:  

 

"SIC.. . - - -En Mexical i  Baja Cal iforn ia,  S iendo las d iez horas con 

diez minutos del día once de mayo de dos mil  d ieciocho, el  

suscr i to Inspector Fernando Botel lo Terr iquez, adscr i to al 

Departamento de Control  Urbano de la Dirección de 

Administ ración Urbana del  Ayuntamiento de Mexical i ,  quien se 

ident if ica con el  Gafete v igente expedido por el  C. Of ic ial  

Mayor y el  Pres idente Munic ipal del Ayuntamiento de Mexical i ,  

por  cons iguiente hago constar  que me encuentro en la caseta 

de v ig i lancia que se encuentra instalada en el  acceso al  

Fraccionamiento B i lbao de esta Ciudad de Mexical i  B .C.,  

ubicado entre cal les Boulevard San Pedro y Av.  Eucal ipto 

Hacienda B i lbao, con el  objet ivo de determinar s i  d icha caseta 

se encuentra ajustada a !a resolución de fecha once de abri l  

de dos mil  d ieciocho que fue not if icada el  día diecinueve de 

abr i l  de dos mil  d ieciocho, emit ida por el  Jefe  de Control  Urbano 

de la Dirección de Administ ración Urbana del Ayuntamiento de 

Mexical i ,  por  lo que una vez cerciorado que me encuentro en el  

domici l io correcto, hago constar que en la caseta de v ig i lancia 

se encuentran instaladas cuatro plumil las electró nicas que 

permiten el  acceso y  sal ida del  f raccionamiento, en la cual está 

pegado un letrero con la leyenda "Vis i tas y  proveedores de 

res identes morosos de sus datos al  guardia y act ive la pluma 

para accesar” (s ic. . . ) ,  observando al  guardia a un costado de  

la caseta,  al  momento de ingresar un vehículo,  de uno de los 

res identes, el  mismo se h izo a un lado y dejo acceder al 

conductor a la caseta para pres ionar el  botón que levanta la 

plumil la que permite el  acceso al  f raccionamiento, s iendo un 

obstáculo dentro de la v ial idad denominada, entrevistándome 

con el  guardia de segur idad que se encuentra en la caseta, 

quien di jo l lamarse Mil ton Alfonso López Valencia,  y  se ident i f icó 

con gafete expedido por la Secretar ía de Segur idad Públ ica 

Estatal  01PF200110200135,  al  cual  le pregunto s i  t iene 

inst rucciones de sus super iores de rest r ingir  el  acceso al  

f raccionamiento, manifestando que el  solo es un empleado, y 

que no se n iega el  acceso a nadie, s in embargo dentro de la 

caseta se encuentra pegada una l is ta con los s ig uientes datos  



 

 

**********5  

Declarando el  guardia, que es la l i s ta de los domici l ias a los que 

no se les da el  acceso de forma regular  a los Res identes, y  tanto 

como las v is itas como sus proveedores t ienen que levantar por 

su propia cuenta la plumil la,  s ien do ordenes de sus super iores, 

pero manifestando que en n ingún caso niegan e! acceso, el  

conductor  que es res idente del  f raccionamiento se ident i f icó 

como **********3,  manifestando que él  es res idente en este 

Fraccionamiento y  t iene su domici l io ubicado en Ébol i ,  

agregando que todas los días al  intentar  acceder a su v iv ienda, 

se ve obstacul izado mediante la plumil la que está instalada en 

el  acceso al  f raccionamiento,  s iendo un acto de molest ia diar io, 

y que es un acto común de los guardias,  negar el  acceso a  la 

caseta, lugar donde se encuentra el  botón que permite levantar 

las plumil las de acceso,  dando así  por terminada la presente 

di l igencia,  levantando la presente acta para todos los efectos 

legales a los que haya lugar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Doy Fe. -”  

 

 

 Por lo anter ior  es procedente en términos de buscar una 

solución al  control  discrecional del acceso al  f raccionamiento, se 

determina que la espiga y/o plumil la que se deberá mantener 

levantada, hasta en tanto se resuelva el  problema, de hac er caso 

omiso,  se ret irara de la vía públ ica la instalación de lo espiga.  

 

 De igual  forma se les exhorta a que s igan manteniendo el  

registro de automóviles que trans iten por el  acceso vehicular,  s in 

hacer uso de la espiga y/o plumil la instalada en la case ta de control ,  

o en su defecto no obl igue a n inguna persona a descender del 

vehículo.  

RESUELVE 

 

 PRIMERO.- Se ordena el  levantamiento de plumil la y/o espiga, 

instalada en la Caseta que da acceso v ial  al  Fraccionamiento 

Hacienda B i lbao antes mencionado con lo cual se evitara 

congest ionamientos o l íneas de almacenamiento de vehículos sobre 

la Avenida Eucal ipto,  y no se obstacul ice el  acceso al  

f raccionamiento,  o en su defecto no obl igue a n inguna persona a 

descender del  vehículo.  

 

 SEGUNDO.-  Se autor iza y  comis iona al  inspector  Fernando Erwin 

Botel lo Terr iquez con número de empleado 18771, ident if icación 

of ic ial  expedida por el  pres idente munic ipal de XXI I  ayuntamiento de 

Mexical i  con v igencia del 30 de sept iembre del  2019, el  cual se 

encuentra adscr i to al  Departamento de Control  Urbano de la 

Dirección de Administ ración Urbana de este H. XXI I  Ayuntamiento de 

Mexical i ,  para que l leve a cabo la not if icación de la presente 

Resolución Administ rat iva, debiendo levantar  constancia de el lo.  

 

 TERCERO.- Not if íquese y cúmplase.”  

 

 

 Como se aprecia de su lectura, la resolución fue 

dictada en atención a problemas surgidos respecto al control de 

la espiga o plumilla de la caseta de vigilancia que da acceso vial 

al Fraccionamiento Hacienda Bi lbao con la intención de hacer 

cumplir la resolución administrativa contenida en el oficio 



 

**********1 de fecha once de abril de dos mil dieciocho, contra la 

cual se interpuso el recurso de revocación, tal como se advierte 

del escrito que obra a fojas 411 a 415, el cual fue admitido 

mediante oficio **********1obrante a foja 416 de autos.  

 

 En este contexto, resulta patente que resultaba i legal 

la emisión de la resolución contenida en el oficio **********1, de 

primero de junio de dos mil dieciocho, pues su emisión 

contraviene el art ículo 74 de la Ley de Edif icaciones  que dispone 

que al admitirse el recurso de revocación, se suspenderá la 

ejecución de la resolución administrativa o acto de autoridad, la 

cual es una prescripción de la ley que no está condicionada a 

que, a guisa de ejemplo, en el proveído que admita el r ecurso se 

deba ordenar lo que la ley mandata.  

 Cabe precisar que contra dicho motivo de 

inconformidad las autoridades demandadas y terceros l lamados 

a juicio omitieron expresar argumentos defensivos, pues se 

l imitaron a expresar en su contestación argumentos en contra de 

los motivos de inconformidad primero, segundo y tercero, según 

se advierte de un análisis a los escritos de contestación de 

demanda visibles a fojas 163 a 167, 168 a 176 y 364 a 369, 

respectivamente, de autos.  

 

 Por lo anteriormente expuesto, procede declarar la 

nulidad de la resolución contenida en el oficio **********1, de 

primero de junio de dos mil dieciocho signado por el Jefe de 

Departamento  con fundamento en el artículo 83, fracción IV, de 

la Ley del Tr ibunal  al haberse emitido dicho acto impugnado 

dejando de aplicar las disposiciones debidas, es decir, por 

emitirse sin haber acatado lo dispuesto por el art ículo 74 de la 

Ley de Edificaciones .  

 

 El art ículo 83, fracción IV, de la Ley del Tribunal  dispone 

que sea causa de nulidad de las resoluciones impugnadas el no 



 

haberse aplicado las disposiciones debidas, lo que acontece en 

el caso de la resolución contenida en el oficio **********1. 

 

 “ARTÍCULO 83. -  Serán causas de nul idad de los actos y 

resoluciones impugnadas:  

 

 [ . . .]  

 

 IV.-  Violac ión de las d ispos ic iones apl icadas o no haberse 

apl icado las debidas;”  

 

 NOVENO. Condena.- Como consecuencia de la 

declaración de nulidad de los actos impugnados, con 

fundamento en el artículo 84 de la Ley del Tr ibunal , resulta 

procedente condenar a la autoridad demandada a que emita 

una resolución en la que deje sin efectos las resoluciones 

contenidas en los oficios **********1 de once de abri l  de dos mil 

dieciocho, **********1 de dieciséis de jul io de dos mil dieciocho y 

**********1 de primero de junio de dos mil dieciocho. 

 

 DÉCIMO. Disposiciones generales. - Cabe precisar que 

al resultar parcialmente fundado el primer motivo de 

inconformidad y fundado el cuarto motivo de inconformidad, 

hechos valer por la parte actora, al ser suficientes para producir 

la nul idad de los actos impugnados se omitirá el estudio de los 

diversos motivos de disenso, sin que ello implique violación al 

principio de exhaustividad y congruencia, pues cualquiera que 

sea el anális is de los mismos, no se hubiera mejorado lo alcanzado 

con la declaración de nul idad decretada en los términos 

precisados en el considerando octavo de esta Sentencia.  

 

 Por otra parte, como se anticipó en el considerando 

quinto de esta Sentencia quedan a salvo los derechos de la parte 

actora y los terceros l lamados a juicio para, en su caso, 

emprender acciones legales y de cobranzas necesarias a efecto 

de obtener el pago de las cuotas omitidas, así como el 

cumplimiento a los Estatutos Sociales y Reglamento Interno de la 

Comunidad o a su incumplimiento o cumplimiento en exceso, en 



 

su caso, quedando expeditos los derechos para entablar un juicio 

ante los Juzgados Civiles competentes para dir imir esa clase de 

controversias entre part iculares.  

 

 Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo 

en lo dispuesto por los art ículos 82, último párrafo, 83, fracciones 

I I  y IV, así como 84 de la Ley del Tribunal , es de resolverse y se:  

 

R E S U E L V E  

 

 PRIMERO.- Es parcialmente fundado el primer mot ivo 

de inconformidad y fundado el cuarto motivo de inconformidad 

hechos valer por la parte actora.  

 SEGUNDO.- Se declara la nulidad de la resolución 

administrativa contenida en el oficio **********1, de dieciséis de 

julio de dos mil dieciocho dictada por el Jefe del Departamento 

de Control Urbano de la Dirección de Administración Urbana del 

Ayuntamiento de Mexicali en el expediente 5/2018 con motivo 

del recurso de revocación interpuesto en contra de la diversa 

resolución contenida en el oficio **********1 de once de abril  de 

dos mil dieciocho. 

 

 TERCERO.- Se declara la nul idad de la resolución 

contenida en el oficio **********1, de primero de junio de dos mil  

dieciocho signado por el Jefe del Departamento de Control 

Urbano de la Dirección de Administración Urbana del 

Ayuntamiento de Mexicali .  

 

 CUARTO.- Se declara la nulidad de la resolución 

contenida en el oficio **********1, de once de abri l de dos mil 

dieciocho signado por el Jefe del Departamento de Control 

Urbano de la Dirección de Administración Urbana del 

Ayuntamiento de Mexicali .  

 



 

 QUINTO.- Se condena al Jefe del Departamento de 

Control Urbano de la Dirección de Administración Urbana del 

Ayuntamiento de Mexicali a que emita una resolución en la que 

deje s in efectos las resoluciones contenidas en los oficios 

**********1 de once de abril de dos mil dieciocho, **********1 de 

dieciséis de jul io de dos mil dieciocho y **********1 de primero de 

junio de dos mil dieciocho.  

 

 SEXTO.- Quedan a salvo los derechos de la parte 

actora y los terceros l lamados a juicio para, en su caso, 

emprender acciones legales y de cobranzas necesarias a efecto 

de obtener el pago de las cuotas omitidas, así como el 

cumplimiento a los Estatutos Sociales y Reglamento Interno de la 

Comunidad o a su incumplimiento o cumplimiento en exceso, en 

su caso, quedando expeditos los derechos para entablar un juicio 

ante los Juzgados Civiles competentes para dir imir es a clase de 

controversias entre part iculares.  

 

 Notifíquese personalmente a la parte actora y a los 

terceros llamados a juicio; y por oficio a las autoridades 

demandadas.  

 

Así lo resolvió la Primer Secretaria de Acuerdos adscrita a la 

Primera Sala del Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, Alma Alejandrina Razo Santoyo, quien actúa en 

funciones de Magistrada por ministerio de ley, en términos de lo 

dispuesto en el art ículo 10 de la ley que rige a este Tr ibunal y firmó 

ante la presencia del Secretario de Acuerdos, José Francisco 

Muril lo González, quien da fe.  
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ELIMINADO: Numero de oficio en foja 2, 4, 6, 7, 8, 9, 11, 13, 14, 19, 23, 24, 27, 32, 40, 41, 42, 43, 45, 

46, 47 y 48 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Expediente judicial en foja 9 y 14 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Terceros ajenos en foja 2, 3, 10, 15 y 44 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Numero de INE en foja 10 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Datos de vehículos particulares en foja 44 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  



 

EL SUSCRITO, HÉCTOR HERNÁNDEZ ESTRADA, SECRETARIO DE ACUERDOS DEL JUZGADO 

PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, HACE 

CONSTAR: --------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA DE 

LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR LA PRIMER SECRETARIA DE ACUERDOS, ACTUANDO 

EN FUNCIONES DE JUEZ TITULAR DEL JUZGADO PRIMERO DE FECHA TRECE DE OCTUBRE DE DOS 

MIL VEINTE, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 552/2018 EN LA QUE SE 

SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE 

DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 48 (CUARENTA Y OCHO) FOJAS ÚTILES.---------------------- 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80, 83, 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 25, FRACCIÓN XV DEL 

REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE 

CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA 

ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE HACE CONSTAR 

PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE MEXICALI, BAJA 

CALIFORNIA, A DOS DE MARZO DE DOS MIL VEINTITRES, DOY FE.------------------------------------------ 

 


